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[bookmark: _Hlk228979795]Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinte de mayo de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 03300/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por XXXXXX, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta de la Protectora de Bosques del Estado de México, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.



A N T E C E D E N T E S


PRIMERO. De la solicitud de información.
En fecha tres de febrero de dos mil veintiséis, el Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), ante el Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, a la que se le asignó el número de expediente 00004/PROBOSQUE/IP/2026, mediante la cual solicitó lo siguiente:
[bookmark: _Hlk228963643]“1. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA , CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 2. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 3. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MÉXICO. 4. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MORELOS. 5. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MÉXICO. 6. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MORELOS. 7. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE O SE DE INSTRUCCIÓN A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, DE FUNGIR COMO DEFENSORA PARTICULAR EN MATERIA PENAL DE FAMILIARES POR AFINIDAD O CONSANGUINIDAD DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALZAR. 8. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA CLAUDIA GIL SILVA 9. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR 10. INFORME LA EXISTENCIA DEL OFICIO, A TRAVÉS DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA, DE DESEMPEÑARSE COMO ABOGADA PATRONA O REPRESENTANTE LEGAL DE CIUDADANOS EN MATERIA AGRARIA, CIVIL, MERCANTIL, LABORAL O CUAL QUIER OTRA, TENDIENTE A DEFENDER LOS DERECHOS DE SUS CLIENTES, MIENTRAS SE DESEMPEÑA COMO TRABAJADORA AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 11. COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA SI EN LAS DECLARACIONES O REPORTES U OFICIOS, A TRAVES DE LOS CUALES LAS SERVIDORAS PUBLICAS DE NOMBRES CLAUDIA GIL SILVA Y MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, INFORMAN QUE DESEMPEÑAN ACTIVIDADES DE LITIGIO, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 12. INFORME SI EN LAS DECLARACIONES O REPORTES U OFICIOS, A TRAVES DE LOS CUALES LAS SERVIDORAS PUBLICAS DE NOMBRES CLAUDIA GIL SILVA Y MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, INFORMAN INGRESOS ECONOMICOS O EN ESPECIE RESULTADO DE SU ACTIVIDAD DE ABOGADAS O REPRESENTACIÓN DE CIUDADANOS EN MATERIAS AGRARIA, CIVIL, FAMILIAR, MERCANTIL, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO.” (Sic).

MODALIDAD DE ENTREGA: A través del SAIMEX.

SEGUNDO. De la Prórroga y la respuesta del Sujeto Obligado. 
De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en veintitrés de febrero de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado emitió una prórroga para dar atención a la solicitud de información  00004/PROBOSQUE/IP/2026 la cual fue aprobada mediante el acuerdo emitido por el Comité de Transparencia de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiséis denominado PROBOSQUE/CT/EXT/04/2026/013.

De las constancias que obran en el sistema SAIMEX, se advierte que en fecha cinco de junio de dos mil veinticinco, El Sujeto Obligado emitió su respuesta en los siguientes términos:
	Folio de la solicitud: 00004/PROBOSQUE/IP/2026

	

	En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

	

	Unidad de Transparencia/0090/2026. Metepec, Estado de México a, 06 de marzo del 2026. Asunto: Respuesta solicitud de información pública SAIMEX. Ciudadano(a) Solicitante de Información Pública con Folio 00004/PROBOSQUE/IP/2026 P r e s e n t e Con fundamento en los artículos 4 y 12 párrafo primero, 50, 51, 52, 53 fracciones II, IV, V, VI y XIV, 59, 156, 160, 162 y 163 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; así como 131 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Referente a la solicitud de información pública 00004/PROBOSQUE/IP/2026, en la cual solicita a este Sujeto Obligado, lo siguiente: “1. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA , CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 2. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 3. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MÉXICO. 4. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MORELOS. 5. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MÉXICO. 6. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MORELOS. 7. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE O SE DE INSTRUCCIÓN A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, DE FUNGIR COMO DEFENSORA PARTICULAR EN MATERIA PENAL DE FAMILIARES POR AFINIDAD O CONSANGUINIDAD DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALZAR. 8. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA CLAUDIA GIL SILVA 9. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR 10. INFORME LA EXISTENCIA DEL OFICIO, A TRAVÉS DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA, DE DESEMPEÑARSE COMO ABOGADA PATRONA O REPRESENTANTE LEGAL DE CIUDADANOS EN MATERIA AGRARIA, CIVIL, MERCANTIL, LABORAL O CUAL QUIER OTRA, TENDIENTE A DEFENDER LOS DERECHOS DE SUS CLIENTES, MIENTRAS SE DESEMPEÑA COMO TRABAJADORA AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 11. COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA SI EN LAS DECLARACIONES O ACTIVIDADES DE LITIGIO, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 12. INFORME SI EN LAS DECLARACIONES O REPORTES U OFICIOS, A TRAVES DE LOS CUALES LAS SERVIDORAS PUBLICAS DE NOMBRES CLAUDIA GIL SILVA Y MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, INFORMAN INGRESOS ECONOMICOS O EN ESPECIE RESULTADO DE SU ACTIVIDAD DE ABOGADAS O REPRESENTACIÓN DE CIUDADANOS EN MATERIAS AGRARIA, CIVIL, FAMILIAR, MERCANTIL, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO.”. (sic). Esta Protectora de Bosques del Estado de México, a través de su Unidad de Transparencia, le informa que, en respuesta a su solicitud, se emitieron los oficios 225C0201001000S/0131/2026, firmado por la Jefa de la Unidad Jurídica, de Igualdad de Género y Erradicación de la Violencia y 225C0201040000L-0337/2026, firmado por la Encargada del Despacho de la Dirección de Administración, Finanzas y de Gestión Documental, mismos que se encuentran adjuntos en esta plataforma. De igual manera, se le comunica que puede acceder de manera directa a la información pública de oficio, por medio de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT) https://www.plataformadetransparencia.org.mx/web/guest/inicio o bien, a través de la Plataforma de Información Pública de Oficio Mexiquense (IPOMEX), siguiendo el siguiente vinculo electrónico https://infoem2.ipomex.org.mx/ipomex/#/obligaciones/61 y así consultar el listado de información disponible de obligaciones de transparencia en términos de los artículos 92, 93 y 94 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. En caso de requerir asesoría, orientación o cualquier auxilio relacionado con la elaboración de solicitudes de información, con la presente respuesta, o en general con las obligaciones en materias transparencia y acceso a la información pública a cargo de la Protectora de Bosques del Estado de México, esta Unidad de Transparencia, se encuentra a sus órdenes a través de los datos de contacto siguientes: Domicilio: Rancho Guadalupe sin número, Conjunto SEDAGRO, Código Postal 52140, Municipio de Metepec, Estado de México. Teléfono: (722) 878 98 78 y 878 98 33 ext. 9878 Correo electrónico: probosque.uippe@edomex.gob.mx Finalmente, con fundamento en los artículos 177, 178 y 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se hace de su conocimiento que Usted tiene el derecho a interponer recurso de revisión dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de la presente respuesta, para lo cual puede consultar la legislación de referencia, en el enlace electrónico siguiente: https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2016/may045.pdf con la finalidad de que Usted pueda identificar los supuestos de procedencia y procedimiento aplicable a dicho medio de impugnación. Esperando que la información proporcionada le resulte de utilidad; esta Protectora de Bosques se reitera a sus órdenes en los medios de contacto que se señalan en este documento.

	



	ATENTAMENTE

	LIC. MARGARITA OLIVARES MÁRQUEZ



El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta, los archivos electrónicos denominados “SAIMEX 00004_0001.pdf”, “Oficio respuesta SAIMEX 00004.pdf”, y “U.T.RESPUESTA SAIMEX 0004_0001.pdf”; cuyo contenido no se inserta por ser del conocimiento de las partes; sin embargo, serán motivo de estudio en el Considerado respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta por parte del Sujeto Obligado, el ahora Recurrente interpuso el presente recurso de revisión en fecha quince de marzo de dos mil veintiséis, no obstante, por corresponder a día inhábil, se tiene por presentado el día diecisiete del mismo mes y año, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente número 03300/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual aduce, las siguientes manifestaciones:

a) Acto Impugnado: “LA ILEGAL RESPUESTA A LA SOLICITUD DE INFROMACION” (Sic).

b) Razones o Motivos de Inconformidad: “De la información supuestamente rendida, se acredita que el Sujeto Obligado incumplió con el procedimiento de búsqueda segun lo establece la Ley de la transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al no enviar la información requerida, aún cuando la naturaleza del puesto desempeñado de los servidores públicos de PROBOSQUE obliga al sujeto obligado a emitir y resguardar la información solicitada, sin que manifiéstara las razones por las cuales no envía de manera total la información y acreditarlo, incumpliendo asi el criterio de interpretación con clave de control SO/002/2027 de la segunda época, emitido por este Instituto de Transparencia y establece que; todo acto administrativo debe apegarse al principio de congruencia y exhaustividad, entendiéndose que deberá haber concordancia entre el requerimiento de información realizada por este particular, y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado que por pereza e incompetencia decide no hacerlo. Asimismo la forma en que clasifica la información sensible o confidencial es erróneo.” (Sic).


CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico, en términos del arábigo 185, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha dieicisete de marzo de dos mil veintiséis, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de manifestaciones y/o alegatos.
Una vez transcurrido el término legal referido se destaca que el Sujeto Obligado fue omiso en emitir su informe justificado, ello sin perjuicio de poder resolver el presente medio de impugnación. Así mismo se aprecia que la parte Recurrente no realizó alegatos, ni ofreció pruebas o manifestaciones.

SEXTO. Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha seis de mayo de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

SÉPTIMO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que han transcurrido los términos de Ley, para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que en fecha siete de mayo de dos mil veintiséis, se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

Este organismo garante no pasa por alto justificar, que el plazo para emitir resolución en el presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos, que se ha incrementado aproximadamente un 400%, circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

Por ello, es menester precisar que si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la ley de la materia, el plazo para emitir resolución se encuentra justificado en los elementos para medir su razonabilidad de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable. En ese sentido, el legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad del tiempo necesario para su resolución, atentos a los siguientes criterios:  
a) 	Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b) 	Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c) 	Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) 	La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”, visible en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación con el registro digital 205635.

Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:
“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO.” consultable en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.

“PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS.”, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.

Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.


C O N S I D E R A N D O 


PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión conforme a lo dispuesto en los artículos 5 párrafos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículo 2 fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9 fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De los alcances del Recurso de Revisión. 
Anterior a todo debe destacarse que el recurso de revisión tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente y será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Del estudio de las causas de improcedencia. 
El estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.

Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.
] 


Por lo que una vez que se analizó el expediente en estudio se cae en la cuenta de que no se actualiza ninguna de las casuales a continuación transcritas:

“Artículo 191. El recurso será desechado por improcedente cuando:  
I. Sea extemporáneo por haber transcurrido el plazo establecido en la presente Ley, a partir de la respuesta;  
II. Se esté tramitando ante el Poder Judicial de la Federación algún recurso o medio de defensa interpuesto por el recurrente;  
III. No actualice alguno de los supuestos previstos en la presente Ley;  
IV. No se haya desahogado la prevención en los términos establecidos en la presente Ley;
V. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;  
VI. Se trate de una consulta, o trámite en específico; y  
VII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.”

Ya que no fue interpuesto de forma extemporánea, no se está tramitando ante el Poder Judicial Federal, no es una consulta, o trámite en específico, ni tampoco se advierte que el recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, por lo que al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio, este Órgano Garante de la Transparencia se avoca al análisis del fondo del asunto que nos ocupa.

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del fondo de los asuntos en los siguientes términos.

CUARTO. Del estudio y resolución del asunto. 
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el artículo 8, de la Ley de Transparencia local.

En este sentido nuestro estudio versará en determinar si la información remitida mediante respuesta, colma el derecho de acceso a la información solicitado por la parte Recurrente, para ello analizaremos lo solicitado y la información proporcionada.

REQUERIMIENTOS SOLICITADOS: 
1. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA , CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 
2. INFORME DE LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, CORRESPONDIENTE A LOS AÑOS 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024, 2025 Y 2026 LO SIGUIENTE: • EN QUE UNIDAD SE ENCUENTRA ADSCRITA NOMINALMENTE • JEFE INMEDIATO • COPIAS CERTIFICADAS O VERSION PUBLICA DE LOS SIGUIENTES: EXPEDIENTE PERSONAL • OFICIO DE ASIGNACIÓN DE FUNCIONES • RECIBOS DE NÓMINA • RECIBOS DE AGUINALDO • RECIBOS DE PRIMA VACACIONAL • VACACIONES • RENUNCIAS • FINIQUITOS • ALTA Y BAJA DEL ISSEMYM • CONTRATOS INDIVIDUALES DE TRABAJO • INCAPACIDADES • CONSTANCIAS DE APORTACIONES AL ISSEMYM • NOMBRAMIENTOS • CONTROLES DE ASISTENCIA Y/O TARJETAS DE ASISTENCIA • RECIBOS DE PAGO DE PRESTACIONES EXTRALEGALES • OFICIOS DE COMISIÓN 
3. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MÉXICO. 
4. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS DE CARÁCTER CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR EN CONTRA DE CIUDADANOS EN EL ESTADO DE MORELOS. 
5. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MÉXICO. 
6. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, FUNGIR COMO REPRESENTANTE LEGAL O ABOGADO PATRONO DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR EN JUICIOS O PROCEDIMIENTOS TENDIENTES A REGULARIZAR LA POSESION O PROPIEDAD DE INMUEBLES EN EL ESTADO DE MORELOS. 
7. INFORME LA EXISTENCIA DE OFICIO A TRAVES DEL CUAL SE AUTORICE O SE DE INSTRUCCIÓN A LA SERVIDORA PÚBLICA CLAUDIA GIL SILVA, DE FUNGIR COMO DEFENSORA PARTICULAR EN MATERIA PENAL DE FAMILIARES POR AFINIDAD O CONSANGUINIDAD DE LA CIUDADANA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALZAR. 
8. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA CLAUDIA GIL SILVA 
9. INFORME LA DECLARACION PATRIMONIAL DE LA SERVIDORA PUBLICA MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR 
10. INFORME LA EXISTENCIA DEL OFICIO, A TRAVÉS DEL CUAL SE AUTORICE A LA SERVIDORA PUBLICA DE NOMBRE CLAUDIA GIL SILVA, DE DESEMPEÑARSE COMO ABOGADA PATRONA O REPRESENTANTE LEGAL DE CIUDADANOS EN MATERIA AGRARIA, CIVIL, MERCANTIL, LABORAL O CUAL QUIER OTRA, TENDIENTE A DEFENDER LOS DERECHOS DE SUS CLIENTES, MIENTRAS SE DESEMPEÑA COMO TRABAJADORA AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 
11. COPIAS CERTIFICADAS O EN VERSION PUBLICA SI EN LAS DECLARACIONES O REPORTES U OFICIOS, A TRAVES DE LOS CUALES LAS SERVIDORAS PUBLICAS DE NOMBRES CLAUDIA GIL SILVA Y MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, INFORMAN QUE DESEMPEÑAN ACTIVIDADES DE LITIGIO, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO. 
12. INFORME SI EN LAS DECLARACIONES O REPORTES U OFICIOS, A TRAVES DE LOS CUALES LAS SERVIDORAS PUBLICAS DE NOMBRES CLAUDIA GIL SILVA Y MARIA DE LOS ANGELES ESPIRITU SALAZAR, INFORMAN INGRESOS ECONOMICOS O EN ESPECIE RESULTADO DE SU ACTIVIDAD DE ABOGADAS O REPRESENTACIÓN DE CIUDADANOS EN MATERIAS AGRARIA, CIVIL, FAMILIAR, MERCANTIL, DURANTE SU DESEMPEÑO COMO TRABAJADORAS AL SERVICIO DEL ESTADO DE MÉXICO.

Consecuentemente, el Sujeto Obligado, emitió su respuesta a través de los archivos electrónicos de nombre y contenido siguiente: 

· [image: ]Oficio respuesta SAIMEX 00004, Oficio emitido por la Encargada del Despacho de la Dirección de Administración, Finanzas y Gestión Documental y Servidora Pública Habilitada, número 225C0201040000L-0337/2026, En el que manifiesta respecto de las dos personas señaladas en la solicitud de información que de acuerdo con información correspondiente en los años 2022, 2023, 2024, 2025 y 2026 proporcionada por la Subdirección de Personal, Será entrega al solicitante de 779 Fojas en versión pública certificada Previo pago a lo establecido en las tarifas contenidas en el artículo 148 del Código Financiero del Estado de México y Municipios, así de conformidad con los “Montos de los precios y tarifas para el Ejercicio Fiscal de 2025 de los distintos servicios que ofrece la Protectora de Bosques del Estado de México”.


Una vez efectuado el pago a través del Formato Único de Pago, emitido por la Subdirección de Recursos Financieros de la Protectora de Bosques del Estado de México, ubicada en Rancho Guadalupe, C.P. 52140, San Lorenzo Coacalco, Metepec, Estado de México, por la cantidad de $ 36,802.21 (treinta y seis mil ochocientos dos pesos con veintiún centavos M.N), el solicitante deberá presentarse con identificación oficial vigente y con la copia del comprobante de pago en las oficinas de la Subdirección de Personal, ubicada en Rancho Guadalupe, C.P. 52140, San Lorenzo Coacalco, Metepec, Estado de México, en un horario de 09:00 a 18:00 horas de lunes a viernes, para la emisión y entrega de la información.

Por otra parte, reconoce, que las servidoras públicas comenzaron a laborar para aquellas instituciones a partir del año 2022.


· SAIMEX 00004_0001 Oficio emitido por la Jefa de la Unidad Jurídica de Igualdad de Género y Erradicación de la Violencia, con número225C02010010000S/0131/2026, por medio del cual respecto a los puntos identificados con los numerales 3, 4, 5, 6, 7 y 10, manifiesta que requiere información privada y de la vida privada de las ciudadanas mencionadas en la solicitud de información ya que no comprenden actividades del Organismo. Por lo que la Saimex no es para atender situaciones subjetivas que hagan referencia a la vida privada de uno o varios ciudadanos.

· U.T.RESPUESTA SAIMEX 0004_0001 Oficio 06 de marzo de 2026, en el que la Titular de la Unidad de Transparencia, señala la respuesta fue emitida a través de dos oficios firmados por la Jefa de la Unidad Jurídica de Igualdad de Género y Erradicación de la Violencia y la Encargada del Despacho de la Dirección de Administración, Finanzas y Gestión Documental, mismos que se encuentran adjuntos en esta plataforma. De igual manera comunica que puede acceder de manera directa a la información pública a través de la Plataforma Nacional Transparencia (PNT) y de la Plataforma de Información Pública de Oficio Mexiquense (IPOMEX) y señala ligas electrónicas generales.
[image: ]











-Finaliza el oficio con firma-

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, el Recurrente consideró que su derecho a la información pública había sido conculcado, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado “LA ILEGAL RESPUESTA A LA SOLICITUD DE INFROMACION.” (Sic). 
Y razones o motivos de inconformidad que “De la información supuestamente rendida, se acredita que el Sujeto Obligado incumplió con el procedimiento de búsqueda segun lo establece la Ley de la transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, al no enviar la información requerida, aún cuando la naturaleza del puesto desempeñado de los servidores públicos de PROBOSQUE obliga al sujeto obligado a emitir y resguardar la información solicitada, sin que manifiéstara las razones por las cuales no envía de manera total la información y acreditarlo, incumpliendo asi el criterio de interpretación con clave de control SO/002/2027 de la segunda época, emitido por este Instituto de Transparencia y establece que; todo acto administrativo debe apegarse al principio de congruencia y exhaustividad, entendiéndose que deberá haber concordancia entre el requerimiento de información realizada por este particular, y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado que por pereza e incompetencia decide no hacerlo. Asimismo la forma en que clasifica la información sensible o confidencial es erróneo” (énfasis añadido.)

Manifestaciones que dan sustento a la procedencia del medio de impugnación actual, por estar encuadradas dentro de las fracciones I y VIII del artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que versa en:

Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:

I. La negativa a la información solicitada;
VIII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;

Conforme a lo anterior, no se aprecian actuaciones adicionales tanto del Sujeto Obligado, como de la parte Recurrente.
Precisado lo anterior, es de señalar que el artículo 4, párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dispone:
“Artículo 4. … 
 Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.”

Del precepto legal invocado, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

“Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.”

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
(…)”


Además, es importante señalar que el artículo 18, de la Ley en la materia, los Sujetos Obligados cuenta con la obligación de documentar todos los actos que derive de sus atribuciones, funciones y competencia desde su origen la eventual y reutilización de la información que generen, por lo tanto toda la información que sea generada, posea y administre, es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la misma, por lo tanto esta debe ser proporcionada siempre y cuando se halle en los archivos  documentales de los Sujeto Obligados y en las condiciones que se encuentre, la cual no podrá sufrir modificaciones o procesamiento, no presentarla conforme a los interés de los particulares, como de igual forma los Sujeto Obligados no deberán de generar, resumir o efectuar cálculos o practicar investigaciones.

Una vez fijada la litis, se formulan tres consideraciones; primera, que la información solicitada en los puntos 3, 4, 5, 6, 7 y 10, relativa a la existencia de oficios de designación como abogada patrona o representante legal, de determinada persona en el ámbito particular corresponden a la vida privada de las personas. 

Ello en razón de ser un acto realizado por personas en el ámbito privado para defensa de sus intereses y/o derechos en un negocio jurídico o controversia particular. Por lo que de concederse o no, se esta actuando en la esfera de la vida privada y no con motivo del ejercicio o resultado de las funciones. 

Además la designación como representante o abogado patrono, en estos casos corresponde a un acto procesal entre las partes, que como se señaló queda alejado de la función pública.

De tal forma que el Código de Procedimientos Civiles del Estado de México a través de los diversos 1.93 y 1.94 establecen que los interesados en cualquier actividad judicial deben tener un patrocinio de un Licenciado en Derecho o su equivalente. 

CAPITULO III
De los Patronos
Patrocinio de Licenciado en Derecho 
Artículo 1.93.- Todo interesado en cualquier actividad judicial debe tener el patrocinio de un Licenciado en Derecho o su equivalente con título y cédula de ejercicio profesional legalmente expedidos; salvo en materia de violencia familiar, alimentos y juicio sumario de usucapión, donde el Juez, en su caso, le designará un defensor público.

Autorización de las promociones 
Artículo 1.94.- Los Licenciados en derecho autorizarán con su firma autógrafa o electrónica avanzada toda promoción escrita o verbal de sus clientes, para justificar su patrocinio. La falta de firma del profesional, no impedirá que se les dé curso en los juicios de violencia familiar, alimentos y sumario de usucapión. El Juez tomará las medidas necesarias a efecto de que el demandante de violencia familiar, de alimentos y de usucapión en juicio sumario, no quede en estado de indefensión cuando no cuente con licenciado en derecho que lo patrocine y para ello, tomará la medida citada en el artículo anterior y el defensor público lo asistirá en las diligencias en la que deba intervenir.

En ese sentido, de existir las autorizaciones corresponden a la vida privada, y desde luego no es de acceso público.


Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
XXIII. Información privada: La contenida en documentos públicos o privados que refiera a la vida privada y/o los datos personales, que no son de acceso público;

Por otra parte no pasa desapercibido mencionar que el ahora Recurrente se inconformó porque no se agotó el procedimiento de búsqueda de la información, en relación a ello y del punto 10, el solicitante manifiesta la requerir el oficio de designación como abogada patrona o representante legal de los derechos de sus clientes, mientras se desempeña como trabajadora al Estado de México. 

Motivos por los cuales se podría pensar que la solicitud se debió haber turnado al Órgano Interno de Control, por corresponder la investigación de presuntas faltas administrativas.
La Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, determina los principios a ejecutar dentro del servicio público y delimita las facultades, entre otros cuerpos normativos, las facultades y competencias del Órgano Interno de Control.  
CAPÍTULO SEGUNDO
DE LOS PRINCIPIOS Y DIRECTRICES QUE RIGEN LA ACTUACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS
Artículo 7. Todo servidor público sin perjuicio de sus derechos y obligaciones laborales deberá observar en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la efectiva aplicación de dichos principios, los Servidores Públicos observarán las siguientes directrices:

II. Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni buscar o aceptar compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u organización.

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por:
XXII. Órganos internos de control: A las unidades administrativas en los entes públicos y organismos autónomos encargadas de promover, evaluar y fortalecer el buen funcionamiento del control interno de los entes públicos, competentes para aplicar las leyes en materia de responsabilidades de los servidores públicos.

No obstante no fue solicitada investigación alguna o resultado de aquella, de existir. Motivo por el cual, se considera que no resulta necesario, respecto de este punto.

Segunda, en lo que respecta a los puntos uno y dos, referentes a la unidad de adscripción, expediente personal, oficio de asignación de funciones, recibo de nómina, aguinaldo, prima vacacional, vacaciones, renuncias, finiquitos, movimiento de alta y baja del ISSEMYM, contrato individual, incapacidad, constancias de aportaciones, nombramientos, controles de asistencia y/o tarjetas checadoras, oficios de pago de prestaciones extralegales, y oficios de comisión, de las servidoras públicas referidas en la solicitud de información, el Sujeto Obligado, por conducto de la Encargada del Despacho de la Dirección de Administración, Finanzas y Gestión Documental manifiesta que después de una búsqueda minuciosa, exhaustiva y razonable de la información, se hará la entrega al solicitante de 779 fojas útiles en versión pública certificada. Y manifiesta el monto total.

No obstante de la solicitud de información, se desprende que la información también fue requerida por medio del sistema SAIMEX.
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Y en los razones y motivos de inconformidad manifiesta que no se le envía de manera total la información.
“ al no enviar la información requerida”
Bajo esta óptica, la Dirección de Administración, Finanzas y de Gestión Documental, se considera competente para emitir la respuesta respecto de estos dos puntos, por tener a su control el suministro, administración y aplicación de los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos de las unidades administrativas de PROBOSQUE.

Del Reglamento Interno de la Protectora de Bosques del Estado de México
Artículo 16.- Corresponde a la Dirección de Administración, Finanzas y de Gestión Documental: 
I. Planear, organizar y controlar el suministro, administración y aplicación de los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos, así como los servicios generales necesarios para el funcionamiento de las unidades administrativas de PROBOSQUE, en términos de la normatividad en la materia. 
II. Establecer políticas y procedimientos para la administración de los recursos humanos, materiales y financieros, así como llevar a cabo su seguimiento y control, de acuerdo con los objetivos, lineamientos y estrategias definidas en los programas de PROBOSQUE.

Del Manual General de Organización
225C0201040000L DIRECCIÓN DE ADMINISTRACIÓN, FINANZAS Y DE GESTIÓN DOCUMENTAL 
OBJETIVO: Planear, organizar, coordinar, autorizar y administrar los recursos humanos, materiales, financieros, servicios generales, así como las acciones de gestión documental y de los archivos de la Protectora de Bosques del Estado de México, con el propósito de lograr su óptimo aprovechamiento y operatividad, con base en la normatividad aplicable. 
FUNCIONES:
1. Planear, organizar y controlar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos, así como los servicios generales de las unidades administrativas. 
2.  Establecer políticas y procedimientos que permitan el seguimiento y control de los recursos humanos, materiales y financieros, de acuerdo con los objetivos, lineamientos y estrategias definidas en los programas de PROBOSQUE.

225C0201040100L SUBDIRECCIÓN DE PERSONAL 
OBJETIVO: Administrar y desarrollar los recursos humanos de PROBOSQUE, mediante la gestión, control y supervisión de las acciones en materia de desarrollo y administración de personal 
FUNCIONES:
1. Aplicar las normas, políticas y procedimientos en materia de administración y desarrollo de personal. 
2. Promover la igualdad laboral y el acceso equitativo a oportunidades, remuneraciones y prestaciones entre mujeres y hombres del personal adscrito a PROBOSQUE.
4. Realizar los movimientos del personal como altas, bajas, cambios de adscripción, nivelaciones, promociones, permisos, vacaciones entre otros, previa autorización de las instancias correspondientes.
5. Elaborar los contratos del personal eventual y someterlos a la autorización del titular de PROBOSQUE. 
6. Integrar y actualizar la plantilla del personal adscrito a PROBOSQUE y generar los reportes a las instancias competentes. 
7. Registrar la asistencia, retardos, permisos, faltas y demás incidencias en que incurra del personal adscrito a PROBOSQUE, para los trámites administrativos correspondientes. 
8. Integrar y mantener actualizados los expedientes laborales del personal adscrito a PROBOSQUE, con base en las disposiciones de la materia. 
9. Elaborar la nómina del personal adscrito a PROBOSQUE y remitirla a la Dirección de Administración, Finanzas y de Gestión Documental para su autorización
23. Dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia conforme lo previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios y los demás ordenamientos aplicables.

Ahora bien, acorde a la naturaleza de la información solicitada, es de señalar que:

· Del expediente laboral
Ahora bien al solicitarse información sobre servidores públicos es preciso indicar que los Sujetos Obligados entre sus facultades, se encuentra la de integrar los expedientes laborales de los servidores públicos que laboran, lo anterior está indicado en la fracción XVII del artículo 98 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 98. Son obligaciones de las instituciones públicas:
(…)
XVII. Integrar los expedientes de los servidores públicos y proporcionar las constancias que éstos soliciten para el trámite de los asuntos de su interés en los términos que señalen los ordenamientos respectivos (…)”

Precisado lo anterior, con la finalidad de dar claridad al presente asunto este Órgano Garante considera pertinente señalar lo estipulado en el artículo 47 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios:

Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios

“ARTÍCULO 47. Para ingresar al servicio público se requiere:
I. Presentar una solicitud utilizando la forma oficial que se autorice por la institución pública o dependencia correspondiente; 
II. Ser de nacionalidad mexicana, con la excepción prevista en el artículo 17 de la presente ley; 
III. Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, en su caso; 
IV. Acreditar, cuando proceda, el cumplimiento de la Ley del Servicio Militar Nacional;
V. Derogada.
VI. No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el artículo 93 de la presente ley;
VII. Tener buena salud, lo que se comprobará con los certificados médicos correspondientes, en la forma en que se establezca en cada institución pública; 
VIII. Cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos;
IX. Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes necesarios para el desempeño del puesto; y
X. No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público. 
XI. Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo.
La institución o dependencia que reciba un certificado en que conste que la persona que se incorpora al servicio público se encuentra inscrito el Registro de Deudores Alimentarios Morosos deberá dar aviso al juez de conocimiento de dicha circunstancia, para los efectos legales a que haya lugar.”
(Énfasis añadido)

Puntualizado lo anterior, se procede a señalar los requisitos generales contenidos en los artículos 47 de la Ley del Trabado de los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, así como el documento idóneo con el que se pudiera acreditar, son los siguientes:

	No.
	Requisito establecido en la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios
	Documento que lo acredita
	Clasificación de la Información

	1
	Presentar una solicitud utilizando la forma oficial que se autorice por la institución pública o dependencia correspondiente.
	Solicitud de empleo, ficha curricular, currículum vitae o documento análogo
	En versión Pública.

	2
	Ser de nacionalidad mexicana.
	Acta de nacimiento
	Confidencial

	3
	Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.
	Derogado
	N/A

	4
	Acreditar, cuando proceda, el cumplimiento de la Ley del Servicio Militar Nacional.
	Cartilla de Servicio Militar
	Confidencial

	5
	DEROGADO
	DEROGADO
	N/A

	6
	No haber sido separado anteriormente del servicio por las causas previstas en el artículo 93 de la presente ley
	Manifestación bajo protesta de decir verdad.
	Documento íntegro

	7
	Tener buena salud, lo que se comprobará con los certificados médicos.
	Certificado Médico
	Confidencial

	8
	Cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos.
	Ley Orgánica Municipal del Estado de México. 
	Documento íntegro

	9
	Acreditar por medio de los exámenes correspondientes los conocimientos y aptitudes necesarios para el desempeño del puesto.
	El documento obtenido por haber acreditado los exámenes de oposición o de conocimientos o aptitudes necesarios para ejercer el cargo.
	En versión Pública.

	10
	No estar inhabilitado para el ejercicio del servicio público.
	Constancia de no inhabilitación.
	En versión Pública.

	11
	Presentar certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el que conste, si se encuentra inscrito o no en el mismo.
	Certificado de No Deudor Alimentario Moroso.
	En versión Pública



De lo antes mencionado se advierte que, para formar parte del servicio público, los interesados deben cumplir con los elementos ya señalados. Asimismo, de los dispositivos arriba señalados se aprecian cuáles son requisitos indispensables para permitir el ingreso al servicio público, los cuales el Sujeto Obligado debe poseer en sus archivos. 

Curriculum vitae.
El acreditar los conocimientos o aptitudes necesarios para el desempeño del puesto mediante exámenes correspondientes debe ponderarse según el caso en concreto, amerita mencionar que el documento que colmaría de manera enunciativa más no limitativa a lo relacionado a los conocimientos y aptitudes con los que cuenta para desempeñar sus funciones sería el Curriculum Vitae.
En ese orden de ideas, respecto al nivel académico, es susceptible señalar el artículo 47 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, refiere que para ingresar al servicio público se requiere, entre otras cosas, cumplir con los requisitos que se establezcan para los diferentes puestos, como es el nivel académico. 
Por su parte, el curriculum vitae, es el documento que las personas elaboran con los datos de identificación y contacto, preparación académica y experiencia profesional, para presentarse ante un posible empleador. En este sentido, los documentos que dan cuenta de la preparación académica sirven como medios de identificación para que a su titular lo relacionen con el nivel de estudios con que cuenta y, por lo que hace al curriculum vitae, se le suma la experiencia laboral pues permiten identificar el nivel y tipo de preparación de su titular y en su caso su perfil profesional o laboral.
El curriculum vitae, proporciona información valiosa sobre la experiencia académica de quienes ocupan cargos en la administración pública, permite conocer con toda certeza y de manera indudable si las personas que se desempeñan como servidores públicos tienen el perfil idóneo para desarrollar las actividades y atribuciones que se deriven de su encargo. 
El curriculum vitae, si bien, se trata de un documento elaborado por cada persona, sin ninguna validez oficial, este documento también tiene por objetivo que las personas puedan conocer la trayectoria de quien lo presenta; por lo que, existe un interés público para dar a conocer dicha información, pues transparenta que el personal que labora para el Sujeto Obligado cuenta con las capacidades, conocimientos y experiencia necesaria para cumplir con sus funciones.
Lo anterior, se robustece con la fracción XXI, del artículo 92, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que establece que la información curricular es información que deben de poner a disposición del público los sujetos obligados, en el presente caso, la Protectora de Bosques del Estado de México. 
Asimismo, toma relevancia, pues conforme al formato 17 LGT_Art_70_Fr_XVII (Información curricular y las sanciones administrativas definitivas de los(as) servidores(as) públicas(os) y/o personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión) de los Lineamientos técnicos generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el título quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, establece como datos a publicar, de los servidores públicos, el nivel máximo de estudios concluido y comprobable, así como la experiencia laboral, concerniente a los tres últimos empleos.

En ese contexto, según Islas, Jorge (2016), en la “Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública Comentada” (p. 244), refirió que el curriculum vitae de un servidor público, justifica que su formación académica resulta viable para el desempeño eficiente y correcto de su encargo; lo anterior, con el fin de acreditar que dichos trabajadores sean los más capacitados acordes al área solicitada.
Se robustece lo anterior, con el Criterio 03/09, emitido por el Pleno del entonces Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, que prevé lo siguiente:
“Curriculum Vitae de servidores públicos. Es obligación de los sujetos obligados otorgar acceso a versiones públicas de los mismos ante una solicitud de acceso. Uno de los objetivos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, de acuerdo con su artículo 4, fracción IV, es favorecer la rendición de cuentas a las personas, de manera que puedan valorar el desempeño de los sujetos obligados. Si bien en el curriculum vitae se describe información de una persona relacionada con su formación académica, trayectoria profesional, datos de contacto, datos biográficos, entre otros, los cuales constituyen datos personales, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, y en consecuencia, representan información confidencial, en términos de lo establecido en el artículo 18, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, tratándose del curriculum vitae de un servidor público, una de las formas en que los ciudadanos pueden evaluar sus aptitudes para desempeñar el cargo público que le ha sido encomendado, es mediante la publicidad de ciertos datos de los ahí contenidos. En esa tesitura, entre los datos personales del curriculum vitae de un servidor público susceptibles de hacerse del conocimiento público, ante una solicitud de acceso, se encuentran los relativos a su trayectoria académica, profesional, laboral, así como todos aquellos que acrediten su capacidad, habilidades o pericia para ocupar el cargo público.”
Del citado criterio, se desprende que una de las formas en que los ciudadanos pueden evaluar las aptitudes para desempeñar un cargo público determinado, es mediante la publicidad de ciertos datos contenidos en el curriculum vitae, tales como, la trayectoria académica, profesional, laboral, así como todos aquellos que acrediten su capacidad, habilidades pericia para ocupar el puesto público. Lo anterior, para favorecer la rendición de cuentas, pues la publicidad de lo anterior tiene como fin verificar el correcto desempeño de los sujetos obligados. Asimismo, es importante señalar, tal como ha expuesto en párrafos anteriores, que datos como el nombre y cargo de mandos medios y superiores, que se insertan en el curriculum vitae de servidores públicos del Sujeto Obligado tiene naturaleza pública, por lo que se observa que en el curriculum vitae se advierten los conocimientos o aptitudes necesarios para el desempeño del puesto, no obstante a esto,  los documentos que también pueden dar cuenta de ello, de conformidad con el artículo 171 de la Ley de Educación del Estado de México, pudiera ser en efecto el certificado, constancias, diplomas. 
En términos de lo dispuesto por los artículos 172 y 173 de la citada Ley, el certificado de estudios es el documento oficial mediante el cual la Autoridad Educativa Estatal reconoce que los educandos han concluido un nivel educativo determinado, en los tipos de educación básica, media superior y superior. Para expedir el certificado de estudios, la instancia correspondiente revisará y, en su caso, cotejará con sus archivos, que el educando haya cumplido con todos y cada uno de los requisitos de los planes y programas de estudio del nivel que corresponda, es importante resaltar que el Sujeto Obligado proporcionó este documento en su respuesta, por lo tanto, se tiene por colmado este punto.
Documento que acredite la nacionalidad (acta de nacimiento)
Dentro de la fracción II del artículo 47 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de México, el requisito consiste en ser de nacionalidad mexicana, por lo que el documento que colmaría este punto de la solicitud de manera enunciativa más no limitativa sería el acta de nacimiento, es por ello que conviene precisar que las actas emitidas por el Registro Civil dan cuenta de un atributo de la personalidad, tal como lo establece el artículo 2.3 del Código Civil del Estado México. En ese orden de ideas, el artículo 3.5 del citado Código Civil establece que el estado civil de las personas sólo se comprueba con las constancias relativas del Registro Civil, tal como lo es el Acta de Nacimiento. 
Ahora bien, de acuerdo con el Formato Único del Acta de Nacimiento publicado por la Secretaría de Gobernación en el enlace http://www.diputados.gob.mx/documentos/N_Acta_Nacimiento.pdf , se advierte que el Acta de Nacimiento se componte de quince elementos siendo los siguientes: 
a) Folio de Impresión.
b) Denominación del Documento.
c) Identificador Electrónico. 
d) Elementos del Registro. 
e) Datos de la Persona Registrada. 
f) Datos de Filiación de la Persona Registrada. 
g) Anotaciones Marginales. 
h) Certificación. 
i) Código Bidimensional QR que contiene información encriptada del acta. 
j) Leyenda “Soy México” 
k) Firma Electrónica Avanzada. 
l) Firma y datos de la autoridad emisora. 
m) Código QR. 
n) Código de Verificación.
o) Leyenda de instrucciones para la verificación del documento. 
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Dada esta relevancia, al ser el acta de nacimiento un documento mediante el cual se le otorga identidad a una persona, además de tratarse de información que no se encuentra relacionada con el ejercicio de un cargo público, sino con el ejercicio de los derechos personales de su titular, se estima que dicho documento debe ser clasificado como información confidencial en su totalidad, al considerar que actualiza la causal de clasificación establecida en el artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, situación que deberá observar el Sujeto Obligado, en cumplimiento a esta resolución.
Certificado de no antecedentes penales.
Para abordar este punto, debe tenerse en cuenta que el artículo 47 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, refiere en la fracción III que para ingresar al servicio público, se requiere, estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos, en su caso.

En tal tesitura, se advierte que mediante el Decreto Número 109, publicado en el periódico oficial “Gaceta de Gobierno” el 3 de agosto de 2016, se derogó la fracción V del artículo previamente citado, por lo que derivado de esta reforma ya no se mandata a las personas que deseen ingresar al servicio público a presentar el documento en el que acrediten “no contar con antecedentes penales por delitos intencionales”, lo anterior en virtud de que se contempla como una forma de discriminación, dicha premisa encuentra sustento en el dictamen que obra en la exposición de motivos de dicho decreto, mismo que se inserta a continuación: 
 “Por otra parte, como se menciona en la iniciativa de decreto, reconocemos que el artículo 47 de la Ley del Trabajo para los Servidores Públicos del Estado y Municipios contempla una forma de discriminación que se traduce en lo dispuesto por su fracción V, en virtud que  dicho precepto establece como requisito para ingresar al servicio público el no contar con antecedentes penales por delitos intencionales, lo que se traduce en una violación de derecho y libertades consagrados en nuestra Carta Magna y en la propia Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, específicamente en su artículo 1, fracción III.
Por ello, resulta procedente derogar la fracción del citado precepto normativo de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, y suprimir este requisito, y de esta manera, no se distinga negativamente a las personas que deseen ingresar a laborar al  servicio público, ya que quienes hayan compurgado una pena son aptos de reinserción social y deben contar con la oportunidad de obtener  un trabajo que les permita ejercer una forma digna de vida, sin ningún tipo de distinción o discriminación y con ello garantizar el pleno respeto de sus derechos de igualdad y trabajo…” (Énfasis añadido)

Es por ello que al encontrarse derogada esta disposición normativa, se estima que su análisis resultaría innecesario pues como se sostuvo en líneas anteriores, a partir de la publicación de la derogación de este precepto legal en el periódico oficial “Gaceta de Gobierno”, la obligación de requerir a los servidores públicos este documento como condicionante para ingresar al servicio público es inexistente, sin embargo, para el caso en el que los servidores públicos referidos en la solicitud de información se encontraran dados de alta previa derogación de esta porción normativa,  y por ello se encontraron obligados a proporcionar dicho documento el Sujeto Obligado deberá hacer entrega del mismo en versión pública, al contener información confidencial en términos de los artículos 143, fracción I de la Ley de Transparencia del Estado de México y Municipios y 4, fracciones VII y VIII de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.
Ahora bien, el Certificado de no antecedentes penales es un documento que debe ser considerado como confidencial por regla general; sin embargo, cuando el interés público de conocer dicha información esté por encima del interés particular de protegerla, en dicha ponderación se deberá acreditar que el beneficio que reporta dar a conocer la información confidencial pedida o solicitada es mayor a la invasión que su divulgación genera en los derechos de las personas, considerando la legitimidad del derecho adoptado como preferente que sea el adecuado para el logro de un fin constitucionalmente válido o apto para conseguir el fin pretendido (idoneidad), la falta de un medio alternativo menos lesivo a la apertura de la información para satisfacer el interés público (necesidad) y el equilibrio entre perjuicio y beneficio a favor del interés público, a fin de que la decisión tomada represente un beneficio mayor al perjuicio que podría causar a la población (proporcionalidad).
Sirve agregar que, es responsabilidad del SUJETO OBLIGADO a través del Comité de Transparencia proporcionar la información solicitada, mediante la versión pública en donde se protejan los datos susceptibles a considerarse como confidenciales, ya que como se ha mencionado el certificado de no antecedentes penales se circunscribe directamente a la esfera de la conducta pública que tiene la persona y no en el terreno de su intimidad.

Constancia o certificado médico 
En principio, es de señalar que cualquier información que dé cuenta del estado de salud de una persona, concierne a su vida íntima y privada; lo anterior, pues el artículo 4°, fracción XII, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, establece que los datos personales sensibles, son aquellos cuya utilización indebida, puedan dar origen a discriminación o conlleven a un riesgo grave para éste, entre los cuales se encuentran los que den cuenta del estado de salud, ya sea físico o mental.
De tales circunstancias, se considera que la información contenida en el certificado médico únicamente identifica el estado de salud físico y mental de la servidora pública, lo cual guarda el carácter confidencial, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Constancia domiciliaria 
De acuerdo a lo señalado en los artículos 2.3 y 2.5 del Código Civil del Estado de México, el domicilio es un atributo de la personalidad y un derecho de las personas; además que tiene como propósito que una persona pueda establecerse temporal o permanentemente en un lugar determinado, para habitar, establecer su centro de trabajo o negocios. De la misma manera, lo establece el artículo 29 del Código Civil Federal, al precisar que el domicilio de personas físicas, es el lugar donde residen habitualmente, el lugar del centro principal de sus negocios, donde residan o el lugar donde se encuentren. En ese contexto, la dirección o domicilio es el lugar en donde reside habitualmente una persona física, por lo que, permite hacerlo identificable y ubicable, propiciando que pueda ser molestado en su casa o negocio, de este modo, los datos que permiten a cualquier individuo con esfuerzos mínimos identificar el lugar de residencia o de trabajo constituye un dato personal y, por ende, confidencial, ya que incide directamente en la privacidad de personas físicas identificadas y su difusión podría afectar la esfera privada de las mismas. 
La misma suerte corre el comprobante de domicilio, pues mediante este se acredita que los servidores públicos viven donde señalan en los documentos que entregan; sin embargo, es de señalar que este documento guarda la naturaleza de privado, pues no abona en nada a la transparencia, ni rinde cuentas de la forma de actuar de la trabajadora, al contrario la hace ubicable en su carácter de particular, por lo que, se concluye que el comprobante guarda la naturaleza de privado. 
Por lo tanto, se actualiza la clasificación del domicilio y su comprobante, de conformidad con la fracción I, del artículo 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.
Cartilla militar.
Respecto del cumplimiento a la Ley del Servicios Militar Nacional se tiene que el artículo 1º de esta Ley establece que el servicio de las armas para todos los mexicanos por nacimiento o naturalización es obligatorio y de orden público. Asimismo, el artículo 151 del Reglamento de la Ley establece que la cartilla de identificación que acredita la identidad y el cumplimiento de los deberes militares contendrá lo siguiente:
“ARTÍCULO 151.- Una vez inscritos los mexicanos, se les expedirá gratuitamente la cartilla de identificación que acreditará su identidad y el cumplimiento de sus deberes militares, y contendrá:
I.- Un retrato de frente;
II.- Sus generales (nombre y apellidos paterno y materno, edad, ocupación, estado civil y domicilio);
III.- Matrícula;
IV.- Clase a que pertenece;
V.- Corporación a que se le destine;
VI.- Unidad a la que deba incorporarse en caso de movilización;
VII.- Firma de la autoridad que la expida;
VIII.- Firma del interesado, si sabe hacerlo;
IX.- Sello de la Junta Municipal de Reclutamiento o Consulado;
X.- Huella digital.
Mientras que el artículo 17 y 18 del Reglamento de la Ley del Servicio Militar, rezan así:
“ARTÍCULO 17.- La inscripción de cada mexicano se hará una sola vez, entregándole gratuitamente una cartilla de identificación según modelo número uno.
 ARTÍCULO 18.- Una vez hecha la inscripción ante las juntas municipales de reclutamiento o consulados y como consecuencia inmediata, se formarán en dichas oficinas los siguientes documentos:
I.- Cartilla de identificación que se entregará al interesado...” 
De los preceptos legales trascritos, se obtiene que el documento que permite acreditar la inscripción de cada mexicano, en cumplimiento a la Ley del Servicio Militar, lo es la cartilla de identificación que se entrega al interesado.
La cual contiene entre otra información, el retrato de frente; sus generales (nombre y apellidos paterno y materno, edad, ocupación, estado civil y domicilio); matrícula; clase a que pertenece; corporación a que se le destine; unidad a la que deba incorporarse en caso de movilización; firma de la autoridad que la expida; firma del interesado, si sabe hacerlo; sello de la Junta Municipal de Reclutamiento o Consulado; y huella digital, por lo que se puede observar, el dato que puede considerarse de interés público es el nombre del servidor público, puesto que el resto consiste en información que no abona a la transparencia ni a la correcta rendición de cuentas de los sujetos obligados, pues es relativa a la relación que se tiene en cuanto a la obligación de realizar el servicios militar, y no así de las funciones que ejerza como servidor público, por lo que dicho documento debe tener  el mismo tratamiento que el acta de nacimiento referida en la fracción II, es decir con la clasificación total de la cartilla militar, motivo por el cual, de contar con este documento, deberá clasificarse mediante el acuerdo del Comité de Transparencia mediante el que clasifica en su totalidad la cartilla militar.
Constancia de no inhabilitación.
Al respecto dicho documento se encuentra regulado en el artículo 27 y 28 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, 28 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, 28 quinto párrafo de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México, con relación al 47, fracción X de la Ley del Trabajo de los Servidores públicos del Estado de México y Municipios. 
Es el documento que expide la Secretaría de la Contraloría del Estado de México por medio del sistema electrónico extranet www.secogem.gob.mx/constancias/ en el cual se informa si las personas físicas cuentan con alguna sanción o inhabilitación para ocupar un empleo, cargo o comisión de carácter público. 
Por lo anterior, toda vez que este documento es generado en ejercicio de funciones del Sujeto Obligado, es de naturaleza pública, sin embargo, no pasa desapercibido mencionar que puede contener datos que actualizan la causal prevista en la fracción I del artículo 143 de la Ley de Transparencia del Estado de México y Municipios, por lo tanto, deberá ser proporcionado en versión pública.
Certificado de no deudor alimentario moroso 
Mediante el Decreto número 325 publicado en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” el catorce de noviembre de dos mil catorce, en la exposición de motivos de ese decreto se observa que, como una medida para garantizar el interés superior de los menores, se creó el Registro de Deudores Alimentarios del Estado de México, con la finalidad de asegurar el cumplimiento de las obligaciones alimentarias de los padres para con sus hijos.
Es decir, la inscripción en dicho registro tiene impacto única y exclusivamente en la vida privada de las personas, pues en nada tiene que ver su inscripción en dicho registro con las funciones que se tiene como servidor público; por lo que lejos de abonar a la transparencia y correcta rendición de cuentas de los entes públicos, su publicidad constituye una vulneración a la vida privada de los servidores públicos, es por ello que el Sujeto Obligado determinó clasificar como confidencial esta documentación mediante el acuerdo de la Centésima Octogésima Novena Sesión Extraordinaria 2023 del Comité de Transparencia del Municipio de Toluca, administración 2022-2024, circunstancia que a la fecha de la solicitud, es decir, al trece de febrero de dos mil veintitrés se encuentra apegada al criterio del Pleno de este Organismo Garante, por lo tanto, debe tomarse como válida, sin embargo, resulta importante hacer del conocimiento del Sujeto Obligado que para subsecuentes respuestas a las solicitudes de información, deberá entregarse dicho documento, toda vez que la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf (consultada el veintiuno de noviembre de dos mil veintitrés), en sus artículos 1, 13, 18 y 46, regula de manera enunciativa y no limitativa, entre otros derechos, garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos, derecho a la vida, a la paz, a la supervivencia y al desarrollo, el recibir alimentos para lograr el sano desarrollo del menor en su ámbito, bio-psico-social, y establece como obligación de los progenitores para con sus hijos, el proporcionarles, apoyo, cuidados, educación y protección a su salud.
De ahí que, se crea el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias cuyo objeto es concentrar la información de deudores y acreedores de obligaciones alimentarias, a fin de dar efectiva protección y restitución de los derechos de niñas, niños y adolescentes. Los Tribunales Superiores de las entidades federativas y de la Ciudad de México suministrarán, intercambiarán, sistematizarán, consultarán, analizarán y actualizarán, la información que se genere sobre el incumplimiento de las obligaciones alimentarias en el ámbito de sus competencias utilizando los sistemas e instrumentos tecnológicos del Sistema Nacional DIF para que con ella integre al Registro Nacional de Obligaciones.
La calidad de deudor moroso se difundirá en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias, el cual, será público con base en lo dispuesto en la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. Es de recalcar que las Autoridades de los tres órdenes de gobierno (Federal, Estatal y Municipal) en el ámbito de sus competencias, dispondrán lo necesario a fin de establecer como requisito la presentación del certificado de no inscripción en el Registro Nacional de Obligaciones Alimentarias; es decir, la denominación que se le dio fue el de Registro de Deudores Alimentarios Morosos, ya que, la palabra moroso deriva de mora; la mora es el retraso en el cumplimiento de las obligaciones y se incurre en ella desde el momento en que feneció el plazo que se señaló para el cumplimiento de una obligación.
Al respecto, en el Proyecto de Decreto por el que se Reforman y Adicionan Diversas Disposiciones para crear el Registro de Deudores Alimentarios del Estado de México, disponible en la dirección electrónica https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2014 /nov144.PDF, advierte lo siguiente: 
“4.146 Bis.- El área del Registro de Deudores Alimentarios Morosos, es una unidad administrativa del Registro Civil. Actos inscribibles en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
4.146 Ter.- En el Registro de Deudores Alimentarios Morosos se inscriben a las personas que el Juez de lo Familiar determina en términos del artículo 4.136 del presente Código. Serán objeto de registro los empleadores que incumplan una orden de descuento para alimentos ordenada por el órgano jurisdiccional. 
De los datos que contendrá el Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
Artículo. 4.146 Quáter.- El Registro de Deudores Alimentarios Morosos contendrá: 
I. Nombre y Clave Única del Registro de Población del deudor alimentario; 
II. Nombre del acreedor o acreedores alimentarios;
III. Datos del acta que acredite el vínculo entre deudor y acreedor alimentario, en su caso; IV. Monto de la pensión decretada o convenida, en su caso, número de pagos incumplidos y monto del adeudo alimentario; 
V. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro; 
VI. Datos del expediente jurisdiccional de la que deriva su inscripción. 
Una vez hecha la inscripción a que se refiere el párrafo anterior se girará oficio al Instituto de la Función Registral del Estado de México, a efecto de que se anote el certificado de deudor alimentario en los folios reales de que sea propietario el deudor alimentario. 
El Instituto de la Función Registral informará al Registro Civil si fue procedente la anotación, en cuyo caso dará aviso al Juez del conocimiento para que el acreedor alimentario haga cobrable las cantidades adeudadas en la vía judicial respectiva. 
Datos del Certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos 
Artículo 4.146 Quinquies.- El Certificado expedido por la Unidad del Registro de Deudores Alimentarios Morosos contendrá lo siguiente: 
I. Nombre y Clave Única de Registro de Población del solicitante; 
II. La información sobre su inscripción o no en el registro de deudores alimentarios morosos. 
De ser el caso que el solicitante se encuentre inscrito en el registro, la constancia incluirá además lo siguiente: 
I. Número de acreedores alimentarios; 
II. Monto de la pensión alimenticia decretada o convenida; 
III. Órgano jurisdiccional que ordenó el registro; 
IV. Datos del expediente jurisdiccional de la que deriva su inscripción. 
El Certificado a que se refiere el presente artículo será expedido el mismo día hábil de su solicitud. 
…” 
Ahora bien, respecto a aquellos servidores públicos que se encuentren o no inscritos en dicho registro, procedería su entrega en versión pública, ya que al ser un requisito sine qua non para ingresar al servicio público, se convierte en información que da certeza a la ciudadanía de que el Servidor Público cumplió con los requisitos señalados en la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios[footnoteRef:2]. [2:  https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/ley/vig/leyvig083.pdf ] 

En este sentido, se advierte que al ser un requisito indispensable y preponderante, de actualizarse dicho supuesto en futuras ocasiones, el Sujeto Obligado deberá hacer entrega de dicho documento que dé cuenta de que no es una persona que ha incumplido con las obligaciones alimentarias, en caso de que estas existan, toda vez que si bien, debe considerarse que se trata del ámbito privado, esta determinación se toma en función de la preponderancia del interés superior del menor, por tal motivo, un requisito para que las personas puedan laborar en el servicio público es justamente, cumplir con las obligaciones que adquieran con sus menores hijos, porque al haberlas cubierto, no formarán parte de ese registro, no pasa desapercibido, que el Certificado de No Deudor Alimentario, pudiere contener información confidencial, como lo es el CURP y R.F.C.

· De los recibos de nómina
Al respecto, es necesario precisar que en nuestra legislación del Estado de México no existe como tal una definición de “nómina”; sin embargo, el “Glosario de Términos Usuales de Finanzas Públicas” del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, el “Glosario de Términos Administrativos”, emitido por el Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. y el “Glosario de Términos para el Proceso de Planeación, Programación, Presupuestación y Evaluación en la Administración Pública”, elaborado por el Grupo de Trabajo de Sistemas de Información Financiera, Contable y Presupuestal de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas (INDETEC), señalan la siguiente definición de la palabra nómina, honorarios y personal de lista de raya:
“NÓMINA Listado general de los trabajadores de una institución, en el cual se asientan las percepciones brutas, deducciones y alcance neto de las mismas; la nómina es utilizada para efectuar los pagos periódicos (semanales, quincenales o mensuales) a los trabajadores por concepto de sueldos y salarios.”(Sic)

En base a lo anterior, conviene a traer lo establecido por el artículo 804, fracción II, de la Ley Federal de Trabajo, el cual a la letra establece: 

“Artículo 804.- El patrón tiene obligación de conservar y exhibir en juicio los documentos que a continuación se precisan:

II. Listas de raya o nómina de personal, cuando se lleven en el centro de trabajo; o recibos de pagos de salarios; 
(…)
Los documentos señalados en la fracción I deberán conservarse mientras dure la relación laboral y hasta un año después; los señalados en las fracciones II, III y IV, durante el último año y un año después de que se extinga la relación laboral; y los mencionados en la fracción V, conforme lo señalen las Leyes que los rijan.” (Sic)
De lo precedente, se concluye que la nómina, es el registro utilizado para efectuar los pagos a los trabajadores por concepto de sueldos y salarios, el cual se compone por el conjunto de trabajadores en el que se asientan las percepciones brutas, deducciones y la cantidad neta a pagar.

En ese contexto, tratándose de servidores públicos de los Municipios la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en su artículo 220-K, establece lo siguiente:
“ARTÍCULO 220 K.- La institución o dependencia pública tiene la obligación de conservar y exhibir en el proceso los documentos que a continuación se precisan:
…
II. Recibos de pagos de salarios o las constancias documentales del pago de salario cuando sea por depósito o mediante información electrónica;
…
Los documentos señalados en la fracción I de este artículo, deberán conservarse mientras dure la relación laboral y hasta un año después; los señalados por las fracciones II, III, IV durante el último año y un año después de que se extinga la relación laboral, y los mencionados en la fracción V, conforme lo señalen las leyes que los rijan.
Los documentos y constancias aquí señalados, la institución o dependencia podrá conservarlos por medio de los sistemas de digitalización o de información magnética o electrónica o cualquier medio descubierto por la ciencia y las constancias expedidas por el encargado del área de personal de éstas, harán prueba plena.” (Sic)

Luego entonces, tenemos que toda institución o dependencia pública del Estado de México debe conservar las constancias documentales del pago de salario cuando sea por depósito o mediante información electrónica, debiendo conservar dicha documentación durante el último año y un año después de que se extinga la relación laboral a través de los sistemas de digitalización o de información magnética o electrónica, por lo tanto, es procedente ordenar la entrega de los recibos de nómina de las servidoras públicas referidas en la solicitud de información.

· Recibos de aguinaldo, prima vacacional
Por su parte la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, en su artículo 220-K fracciones II y IV y último párrafo, establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 220 K.- La institución o dependencia pública tiene la obligación de conservar y exhibir en el proceso los documentos que a continuación se precisan:
(…)
II. Recibos de pagos de salarios o las constancias documentales del pago de salario cuando sea por depósito o mediante información electrónica;
(…)
IV. Recibos o las constancias de depósito o del medio de información magnética o electrónica que sean utilizadas para el pago de salarios, prima vacacional, aguinaldo y demás prestaciones establecidas en la presente ley; y…
Los documentos señalados en la fracción I de este artículo, deberán conservarse mientras dure la relación laboral y hasta un año después; los señalados por las fracciones II, III, IV durante el último año y un año después de que se extinga la relación laboral, y los mencionados en la fracción V, conforme lo señalen las leyes que los rijan.
Los documentos y constancias aquí señalados, la institución o dependencia podrá conservarlos por medio de los sistemas de digitalización o de información magnética o electrónica o cualquier medio descubierto por la ciencia y las constancias expedidas por el encargado del área de personal de éstas, harán prueba plena.
El incumplimiento por lo dispuesto por este artículo, establecerá la presunción de ser ciertos los hechos que el actor exprese en su demanda, en relación con tales documentos, salvo prueba en contrario.”

Sobre la base del precepto legal citado, se advierte que toda institución pública o dependencia pública del Estado de México debe conservar las constancias de pago de salarios, prima vacacional, aguinaldo y demás prestaciones legales de acuerdo con la forma en que se haya realizado el pago; es decir, en efectivo, cheque, depósito, transferencia u otra, debiendo conservar dicha documentación durante el último año y un año después de que se extingue la relación laboral a través de los sistemas de digitalización o de información magnética o electrónica.

· Contrato o formato de alta al servicio 

Al respecto el artículo 50 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, dispone literalmente lo siguiente:

“ARTÍCULO 50.- El nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal aceptado obliga al servidor público a cumplir con los deberes inherentes al puesto especificado en el mismo y a las consecuencias que sean conforme a la ley, al uso y a la buena fe. 
Iguales consecuencias se generarán para todos los servidores públicos, cuando la relación de trabajo se formalice mediante un contrato o por encontrarse en lista de raya.” Énfasis propio

De lo anterior, se advierte que la relación laboral entre un servidor público y el Estado se formaliza mediante nombramiento, contrato o, formato único de movimientos de personal. Por tanto, el requerimiento que el hoy RECURRENTE plantea en su solicitud inicial relativo al nombramiento o contrato, también se puede colmar con la entrega del FUMP o de un contrato laboral, luego entonces al no haberse remitido ninguno de estos, evidentemente no se colmó el derecho del solicitante y deviene fundado el motivo de inconformidad.

Ahora bien, es menester señalar que el artículo 4°, fracción VI, de la Ley del Trabajo de los servidores públicos del Estado y Municipios, precisa que son servidores públicos, todas las personas físicas que presten a una institución pública un trabajo personal subordinado, mediante el pago de un sueldo.

En ese contexto, el artículo 45 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece que, los servidores públicos iniciarán su servicio mediante un nombramiento, contrato o Formato Único de Movimientos de Personal expedidos por quien estuviere facultado legalmente para extenderlo.

Asimismo, el artículo 49 de la Ley antes mencionada, establece que, los nombramientos, contratos o formato único de Movimientos de Personal de los servidores públicos deberán contener lo siguiente:

· Nombre completo del servidor público; 
· Cargo para el que es designado, fecha de inicio de sus servicios y lugar de adscripción; 
· Carácter del nombramiento, ya sea de servidores públicos generales o de confianza, así como la temporalidad del mismo; 
· Remuneración correspondiente al puesto;
· Jornada de trabajo, y 
· Firma del servidor público autorizado para emitir el nombramiento, contrato o formato único de Movimientos de Personal, así como el fundamento legal de esa atribución.

Lo anterior encuentra relación con el requerimiento relativo a los formatos de alta o cambio de categoría.
· Movimiento alta /baja ISSEMYM

Ahora bien en atencion a la naturaleza de la información peticionada es conveniente referir que el Aviso de Movimientos, es un documento que debe expedir la dependencia pública a la cual se ingresa y que indica el alta en el sistema como servidor público, este documento deberá ser presentado ante el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, con la finalidad de llevar a cabo diversos trámites para obtener los beneficios de seguridad social.

En ese orden de ideas, el Manual de Procedimientos para la afiliación y credencialización de los derechohabientes del ISSEMYM, que establece, que el servidor público designado por la institución pública, que incluye a los Municipios (Usuario Autorizado), será el responsable de generar y entregar con oportunidad a los trabajadores, los Avisos de Movimiento (Alta y Baja), para realizar sus respectivos trámites ante el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

· Renuncias
En ese orden de ideas, conviene citar la siguiente normatividad:

“LA LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS. 

ARTÍCULO 89. Son causas de terminación de la relación laboral sin responsabilidad para las instituciones públicas:
I. La renuncia del servidor público;
II. El mutuo consentimiento de las partes;
III. El vencimiento del término o conclusión de la obra determinantes de la contratación;
IV. El término o conclusión de la administración en la cual fue contratado el servidor público a que se refiere el artículo 8 de ésta Ley;
V. La muerte del servidor público; y
VI. La incapacidad permanente del servidor público que le impida el desempeño de sus labores.”

De la normatividad antes transcrita se desprende una de las causas para dar por terminada la relación laboral es la renuncia, presentar los servidores públicos que decidan terminar la relación laboral con su empleador.

De lo anterior, resulta procedente analizar si dichos datos son públicos o privados; para lo cual, cabe mencionar que el artículo 6°, Apartado A), fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé que la información que se refiere a la vida privada y los datos personales, será protegida en los términos y con las excepciones que fijen las leyes. Igualmente, el segundo párrafo del artículo 16 de dicho ordenamiento, dispone que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos; así como, a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros. 

En concordancia con lo previo, el artículo 143, fracción I, de la Ley previamente citada, establece que la información privada y los datos personales, concernientes a una persona física o jurídica colectiva identificada o identificable son confidenciales.

Derivado de lo anterior, y en estricto apego a los artículos que sustentan la facultad de este Instituto para interpretar los ordenamientos aplicables, así como crear criterios en la materia, se llega a la conclusión de que debe prevalecer el derecho a la protección de los datos personales, en específico, de los motivos expresados en las renuncias de los servidores públicos. Lo anterior con base a las consideraciones ya establecidas; para mayor abundamiento, se puede citar la tesis aislada 1ª. VII/2012 (10ª.), con número de registro 2000233 de la Décima Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro V, febrero de 2012, Tomo 1, página 655 en materia Constitucional, que establece lo siguiente:

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL).

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la vida privada y los datos personales, el artículo 18 de la ley estableció como criterio de clasificación el de información confidencial, el cual restringe el acceso a la información que contenga datos personales que requieran el consentimiento de los individuos para su difusión, distribución o comercialización. Lo anterior también tiene un sustento constitucional en lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, el cual reconoce que el derecho a la protección de datos personales -así como al acceso, rectificación y cancelación de los mismos- debe ser tutelado por regla general, salvo los casos excepcionales que se prevean en la legislación secundaria; así como en la fracción V, del apartado C, del artículo 20 constitucional, que protege la identidad y datos personales de las víctimas y ofendidos que sean parte en procedimientos penales. Así pues, existe un derecho de acceso a la información pública que rige como regla general, aunque limitado, en forma también genérica, por el derecho a la protección de datos personales. Por lo anterior, el acceso público -para todas las personas independientemente del interés que pudieren tener- a los datos personales distintos a los del propio solicitante de información sólo procede en ciertos supuestos, reconocidos expresamente por las leyes respectivas. Adicionalmente, la información confidencial puede dar lugar a la clasificación de un documento en su totalidad o de ciertas partes o pasajes del mismo, pues puede darse el caso de un documento público que sólo en una sección contenga datos confidenciales. Por último, y conforme a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley, la restricción de acceso a la información confidencial no es absoluta, pues puede permitirse su difusión, distribución o comercialización si se obtiene el consentimiento expreso de la persona a que haga referencia la información.

Bajo ese contexto, se advierte que la renuncia es un acto unilateral y voluntario de la persona trabajadora que tiene como finalidad expresar su deseo de terminar la relación laboral existente entre ella y la parte patronal, en el que se exponen los motivos que los servidores públicos manifiestan para dar por terminada una relación laboral, siendo éstos únicos y corresponden a la esfera íntima de los mismos.

En ese sentido, este Instituto considera que es información privada que no guarda relación con la transparencia y rendición de cuentas respecto de las atribuciones, funciones y competencias de los servidores públicos adscritos a los sujetos obligados, sino que, pues constituye una decisión personal.

· Oficio de funciones 
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece la obligación del Patrón de entregar los útiles y equipo necesarios para el desarrollo de las funciones de los servidores públicos.

TITULO CUARTO
De las Obligaciones de las Instituciones Públicas
CAPITULO I
De las Obligaciones en General
ARTÍCULO 98. Son obligaciones de las instituciones públicas:
VII. Proporcionar a los servidores públicos, los útiles, equipo y materiales necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como los reglamentos a observar;

Bajo este esquema, los servidores públicos deben conocer las funciones que desempeñaran con motivo de su encargo público. 

XV. Elaborar un catálogo general de puestos y un tabulador anual de remuneraciones, tomando en consideración los objetivos de las instituciones públicas, las funciones, actividades y tareas de los servidores públicos, así como la cantidad, calidad y responsabilidad del trabajo; el tabulador deberá respetar las medidas de protección al salario establecidas en la presente ley;

· Documentos de vacaciones
Al respecto el artículo 66 de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, determina La obligatoriedad de contar con dos periodos anuales de vacaciones cada 110 días laborables los cuales deberán ser dados a conocer oportunamente por cada institución pública a los servidores públicos.

ARTÍCULO 66. Se establecen dos períodos anuales de vacaciones, de diez días laborables cada uno, cuyas fechas deberán ser dadas a conocer oportunamente por cada institución pública. 

Los servidores públicos podrán hacer uso de su primer período vacacional siempre y cuando hayan cumplido seis meses en el servicio. Los servidores públicos que durante los períodos normales de vacaciones se encuentren con licencia por maternidad o enfermedad, podrán gozar, al reintegrarse al servicio, de hasta dos períodos vacacionales no disfrutados anteriormente por esa causa. 

ARTÍCULO 67. Durante los períodos de vacaciones se dejará personal de guardia para la tramitación de asuntos urgentes, para lo cual se seleccionará de preferencia a los servidores públicos que no tuvieren derecho a éstas, elaborando el calendario respectivo. 

En ningún caso, los servidores públicos que laboren en períodos vacacionales tendrán derecho a doble pago de sueldo.

No obstante, el artículo en comentó deja al “aire” la forma o el medio en que se da a conocer a dicho servidores, ya que, puede ser a través de oficio o de manera económica conforme al calendario de labores aprobado.

De lo anterior se instruirá la entrega del documento, y de no contarse, el Sujeto Obligado deberá proceder conforme al artículo 19 segundo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, Haciéndolo del conocimiento del recurrente de manera clara y precisa.


Dado lo anterior al no haber hecho llegar las expresiones documentales, en general, que solicita el particular, resulta procedente ordenar la entrega de las documentales que integran estos dos puntos de la solicitud en comento.

Por otra parte, se realizó la búsqueda en IPOMEX, de las personas referidas en la solicitud de información pública, sin que se desprendieran registros de aquellas, ello con la finalidad por instrumentar la presuncional y así poder conocer la fecha de ingreso para delimitar el primer parámetro de la temporalidad en la entrega de la información; no obstante, al no localizarse, se instruirá la entrega de la información desde el inicio de la relación laboral, a la fecha de presentación de la solicitud.
· Constancias de aportaciones al ISSEMYM
El recibo de nómina es el documento con el cual se pueden apreciar las deducciones que se hace al salario, con la finalidad de cumplir con las cuotas y aportaciones ordinarias al Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

De la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios
ARTICULO 23.- Las prestaciones que establece la presente ley, así como su administración serán financiadas a través de: 
I. Cuotas ordinarias y aportaciones ordinarias y extraordinarias, así como sus accesorios;
(…)

CAPITULO IV
DE LAS CUOTAS Y APORTACIONES
Articulo 31.- El cálculo del monto de las cuotas y aportaciones ordinarias se realizará sobre el sueldo sujeto a cotización de los servidores públicos. 

La base de cálculo para determinar las cuotas y aportaciones no podrá ser, en ningún caso, inferior al monto diario del salario mínimo, ni superior a 16 salarios mínimos. 

Artículo 32.- Las cuotas obligatorias que deberán cubrir los servidores públicos al Instituto, serán las siguientes: 
I. El 4.625% del sueldo sujeto a cotización, para cubrir las prestaciones de servicios de salud; 

II. El 7.50% del sueldo sujeto a cotización, para cubrir el financiamiento de pensiones, de la siguiente manera: 
a. 6.10% para el fondo del sistema solidario de reparto. 
b. 1.40% para el sistema de capitalización individual. 

III. Las que determine anualmente el Consejo Directivo para otras prestaciones, señaladas en el Título IV.
Por lo que las ismas se encuentran debidamente calculadas en los recibos de nómina.


Dado lo anterior para el debido cumplimiento a esta resolución, respecto de estos dos puntos, se instruirá la entrega de la siguiente información:

De las servidoras públicas referidas en la solicitud de información 00004/PROBOSQUE/IP/2026. 
Desde la fecha de inicio de la relación laboral al tres de febrero de dos mil veintiséis.
1. Nombramiento, Formato Único de Movimientos de Personal (FUMP) o documento análogo.
2. Renuncias presentadas
3. Finiquitos pagados
4. Documento de alta ISSEMYM
5. Documento de baja ISSEMYM
6. Contratos individuales de Trabajo
7. Incapacidades presentadas
8. Registros de Asistencia
9. Oficios de comisión

Al tres de febrero de dos mil veintiséis
10. Documentos donde conste el Jefe Inmediato y la Unidad de Adscripción.
11. Documentos que integran el expediente personal.
12. Oficio de asignación de funciones.

Desde la fecha de inicio de la relación laboral a la segunda quincena de enero de dos mil veintiséis.
13. Recibos de nómina, aguinaldo, y prima vacacional.
14. Documentos donde consten las vacaciones otorgadas.
15. Recibos de pago de prestaciones extralegales, relacionados con la función pública.


Tercera, respecto de los puntos ocho y nueve, se considera que el Sujeto Obligado es incompetente para poseer la información pedida que versa en las declaraciones patrimoniales de las servidoras públicas referidas en la solicitud, ello en razón de que el artículo 33 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, determina la obligación de todas y todos los servidores públicos de presentar su declaración patrimonial ante la Secretaría de la Contraloría del Estado de México (SECOGEM).


SECCIÓN SEGUNDA DE LOS SUJETOS OBLIGADOS A PRESENTAR DECLARACIÓN DE SITUACIÓN PATRIMONIAL Y DE INTERESES 
Artículo 33. Estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, bajo protesta de decir verdad ante la Secretaría de la Contraloría o los órganos internos de control, todos los servidores públicos estatales y municipales, en los términos previstos en la presente Ley. 
Asimismo, deberán presentar su declaración fiscal anual, en los términos que disponga la legislación de la materia.
En ese contexto, es dable recordar la respuesta en donde se expone que las Declaraciones de Situación Patrimonial y de Intereses, se presentan de manera electrónico mediante el sistema de la Secretaria de la Contraloría denominado Decl@ranet, por lo que no se cuenta con el documento solicitado, por no haberse generado, poseído o administrado.

Al respecto, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, determina en el artículo 2 fracción VI, como uno de los objetivos de dicha Ley el de establecer las obligaciones y el procedimiento para la declaración de situación patrimonial, la declaración de intereses y la presentación de la constancia de declaración fiscal de los servidores públicos.

Cabe señalar que de conformidad con los artículos 29 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y 30 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, las declaraciones patrimoniales serán públicas, salvo los rubros cuya publicidad puedan afectar la vida privada o los datos personales tutelados por la Constitución Federal y Local respectivamente, para tal efecto, el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades competentes.
Artículo 29. Las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades competentes.” 
“Artículo 30. Las declaraciones patrimonial y de intereses, serán públicas salvo los rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por las Constituciones federal y local. Para tal efecto, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, en apego a las leyes y ordenamientos en la materia, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades competentes. 

De los artículos citados se advierte que las declaraciones patrimoniales y de intereses serán públicas, salvo los rubros cuya publicidad pueda afectar la vida privada o los datos personales protegidos por la Constitución; para tal efecto, el Comité Coordinador del Sistema Nacional Anticorrupción, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá los formatos respectivos, garantizando que los rubros que pudieran afectar los derechos aludidos queden en resguardo de las autoridades competentes.

Mientras que los artículos 33 y 34 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios, establece que estarán obligados a presentar las declaraciones de situación patrimonial los servidores públicos estatales y municipales, las cuales deberán presentarse de la siguiente manera:
· Inicial: Dentro de los sesenta días naturales siguientes al ingreso o reingreso al servicio público;
· Modificación Patrimonial: Durante el mes de mayo de dos cada año, y
· Conclusión: Dentro de los sesenta días naturales siguientes a la conclusión del cargo. 

Por su parte, el artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas dispone que la declaración patrimonial debe presentarse a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica, y para el caso de los municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplear formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal, resaltando que la Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio, a saber:
Artículo 35. La declaración de situación patrimonial, deberá ser presentada a través de medios electrónicos, empleándose medios de identificación electrónica. 
En el caso de municipios que no cuenten con las tecnologías de la información y comunicación necesarias para cumplir lo anterior, podrán emplearse formatos impresos, siendo responsabilidad de los órganos internos de control y la Secretaría de la Contraloría verificar que dichos formatos sean digitalizados e incluir la información que corresponda en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y presentación de la constancia de declaración fiscal. 
La Secretaría de la Contraloría tendrá a su cargo el sistema de certificación de los medios de identificación electrónica que utilicen los servidores públicos y llevará el control de dicho medio. 
Asimismo, el Comité Coordinador, a propuesta del Comité de Participación Ciudadana, emitirá las normas y los formatos impresos, de medios magnéticos y electrónicos, bajo los cuales los declarantes deberán presentar la declaración patrimonial, de intereses y en su caso, la constancia de presentación de la declaración fiscal, así como los manuales e instructivos, observando lo dispuesto por esta Ley. 
Para los efectos de los procedimientos penales que se deriven de la aplicación de las disposiciones del presente Título, son documentos públicos aquéllos que emita la Secretaría de la Contraloría para ser presentados como medios de prueba, en los cuales se contenga la información que obre en sus archivos documentales y electrónicos sobre la declaración de situación patrimonial de los servidores públicos. 
Los servidores públicos facultados para recabar la declaración de situación patrimonial, deberán resguardar la información a la que accedan observando lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios así como en la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México.

Por cuanto hace a las atribuciones de la Secretaría de la Contraloría, la fracción XVII del artículo 38 bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, le confiere la atribución de recibir y registrar la declaración de situación patrimonial de los servidores públicos de los municipios, como se lee enseguida: 
Artículo 38 bis. La Secretaría de la Contraloría del Estado de México, es la dependencia encargada de la vigilancia, fiscalización y control de los ingresos, gastos, recursos y obligaciones de la administración pública estatal y su sector auxiliar, así como lo relativo a la presentación de la declaración patrimonial, de intereses y constancia de presentación de la declaración fiscal, así como de la responsabilidad de los servidores públicos, en términos de lo que disponga la normatividad aplicable en la materia.
…
XVII. Recibir y registrar la declaración de situación patrimonial, la declaración de intereses, la presentación de la constancia de declaración fiscal y determinar el Conflicto de Intereses de los servidores públicos del Estado y municipios, verificar y practicar las investigaciones que fueren necesarias en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios y demás disposiciones legales aplicables, así como registrar la información sobre las sanciones administrativas que, en su caso, les hayan sido impuestas. 

Por su parte, el Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría, señala en su artículo 24 fracciones VI y VII, que corresponde a la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, entre otras atribuciones, la de recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, así como, llevar el registro y resguardo de las mismas, para su publicitación, precepto legal que a la letra dice:
Artículo 24. A la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, corresponden las atribuciones siguientes: 
… 
VI. Recibir las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal; 
VII. Coordinar y llevar el registro y resguardo de las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y el acuse de la presentación de la declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal, para su publicitación conforme a las disposiciones jurídicas aplicables, así como para suministrar la información correspondiente a la Plataforma Digital Nacional y Estatal del Sistema Nacional y Estatal Anticorrupción;

En este sentido, se colige que la Secretaría de la Contraloría, a través de la Dirección General de Responsabilidades Administrativas, es la entidad responsable de recibir, registrar y resguardar las declaraciones de situación patrimonial, de intereses, así como la presentación de la constancia de declaración fiscal de los servidores públicos de la Administración Pública Estatal y Municipal.

[bookmark: _Hlk228988405]Finalmente, en lo que respecta a los puntos restantes once y doce, reportes declaraciones u oficios, informando el desempeño de actividades de litigio durante el desempeño como trabajadoras y de ingresos económicos o en especie resultado de la actividad de representación de ciudadanos durante su desempeño como trabajadoras al servicio del Estado de México.
Se desprende que de la solicitud no es clara respecto a la simultaneidad de actividades; es decir, opción 1, sí la durante la prestación de servicios, se hace referencia a que al mismo tiempo en que se encuentra en la oficina pública laborando, se atienden asuntos particulares de distinta naturaleza (civil, agraria, de propiedad, penal, etc.) de las personas, con lo cual, evidentemente se hace mal uso de las instalaciones, entre otros.
Opción 2, fuera de las instalaciones y del horario laboral, aun con el carácter de servidora pública, pero fuera de funciones, realiza el tipo de actividades descritas. Situación que como se analizó resulta de carácter privado.
Dado lo anterior, y bajo la óptica del principio de máxima publicidad[footnoteRef:3], y del mandato legal de turnar la solicitud a las áreas competentes que pudieran tener la información. [3:  Contenido y estructurado en distintos artículos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.] 

Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

Apreciamos que efectivamente, al Unidad de Transparencia, no dio cabal cumplimiento al artículo en cita. Al no dirigir la solicitud de manera simultánea, al Órgano Interno de Control, para que a través del servidor público habilitado del Sujeto Obligado, se pronunciase. 
Artículo 11.- Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos de su competencia, la persona titular de la Dirección General se auxiliará de las unidades administrativas básicas siguientes:
(…)
PROBOSQUE contará con un Órgano Interno de Control y con las demás unidades administrativas que le sean autorizadas, cuyas funciones y líneas de autoridad se establecerán en su Manual General de Organización; asimismo, se auxiliará de las personas servidoras públicas y órganos técnicos necesarios para el cumplimiento de sus atribuciones de acuerdo con el presupuesto, y estructura orgánica autorizada, de conformidad con la normatividad aplicable.
CAPÍTULO V
DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL
Artículo 18.- Está adscrito orgánica y presupuestalmente a PROBOSQUE, un Órgano Interno de Control, cuyo titular depende funcionalmente de la Secretaría de la Contraloría, con las atribuciones que se establecen en el Reglamento Interior de ésta y los demás ordenamientos legales y administrativos aplicables.
25C0201000300S ÓRGANO INTERNO DE CONTROL 
OBJETIVO: Fiscalizar, controlar, evaluar, supervisar y auditar el ejercicio del gasto público y el cumplimiento de objetivos y metas de los programas a cargo de PROBOSQUE, verificando su congruencia con el Plan de Desarrollo del Estado de México, así como tramitar las quejas y denuncias e instrumentar y resolver los procedimientos administrativos de su competencia.
FUNCIONES:
2. Iniciar de oficio, por denuncia o derivado de auditorías realizadas por las autoridades competentes, las investigaciones por posibles actos u omisiones que pudieran constituir faltas administrativas por parte de las personas servidoras públicas o de particulares por conductas sancionables, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios.
3. Ordenar la realización de diligencias siempre que resulte pertinente para el conocimiento de los hechos relacionados con la existencia de la falta administrativa y la responsabilidad de quien la hubiera cometido en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios y demás legislación aplicable en la materia.
4. Realizar la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas conforme a lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios. 
5. Iniciar, substanciar y resolver los procedimientos administrativos derivados de faltas no graves, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios.

Finalmente se comunica que la congruencia y exhaustividad, mandata la obligación de los entes públicos del Estado de México y Municipios (Sujetos Obligados) de pronunciarse respecto de cada punto de la solicitud, guardando relación con cada punto de la solicitud. Cuestión que no sucedió.

Asimismo, resulta necesario traer por analogía, el Criterio 02/17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que señala lo siguiente:

“Congruencia y exhaustividad. Sus alcances para garantizar el derecho de acceso a la información. De conformidad con el artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en términos de su artículo 7; todo acto administrativo debe cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad. Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información, la congruencia implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de información.”

Del citado criterio, se desprende que todo acto administrativo debe apegarse al Principio de Congruencia, el cual implica que exista concordancia entre el requerimiento formulado y la respuesta entregada; por tales consideraciones, al incumplir con dicho principio, por parte de la Unidad de Transparencia, no se puede validar la contestación realizada.

Conforme a lo anterior, toda vez que el Sujeto Obligado no cumplió con el principio de congruencia y tampoco turno la solicitud de información a todas las áreas competentes, se considera que el agravio es FUNDADO.

· DE LA VERSIÓN PÚBLICA
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
…
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por lo que de la información requerida podría encontrarse información que dada su naturaleza debe clasificarse como confidencial por lo que se debe de observar lo siguiente; 
I. Clave Única de Registro de Población (CURP).
La Clave Única de Registro de Población (CURP) según lo establecido en el Instructivo Normativo para la Asignación de la Clave Única de Registro de Población, la CURP es un elemento que permite registrar de forma individual a las o los mexicanos, así como a los extranjeros que se encuentren en condiciones de estancia regular en el país o en trámite de ésta, se integra por dieciocho (18) caracteres, los cuales son: 
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Es entonces que a partir de los datos básicos de la persona (nombre, apellido, sexo, fecha y lugar de nacimiento) encontrados en los documentos probatorios de identidad es que se genera la CURP, la cual tiene la particularidad de asegurar una correspondencia entre claves y personas. 
Entre las características de la CURP, se encuentra: 
Composición. Alfanumérica.
Longitud.  18 caracteres.
Naturaleza. Biunívoca.
Universalidad. Se asigna a todas las personas que conforman la población.
Verificabilidad. En su estructura existen elementos que permiten comprobar si fue conformada correctamente o no, así como fecha de nacimiento, sexo, identificad federativa de nacimiento y las primeras composiciones de la clave, conformadas por la letra inicial y primera vocal interna del primer apellido, la letra inicial del segundo apellido y la primera letra del nombre.  
Del mismo modo, los Lineamientos en comento señalan en su artículo Décimo Tercero, “Manejo de la Información que la información contenida en la Base de Datos Nacional de la Clave Única de Registro de Población (BNDCURP), tiene carácter de confidencial, por lo que su tratamiento debe ser acorde con la legislación aplicable y vigente en materia de transparencia y acceso a la información pública, y protección de datos personales. 

Es entonces que, de lo anterior, se desprende que la Clave Única de Registro de Población es un dato personal confidencial, ya que por sí releva información personal de su titular, y su exposición únicamente vulneraría la esfera privada del mismo, aunado a que no guarda relación con el desempeño profesional o laboral de un individuo ni con el ejercicio de recursos públicos.

Ante ello, resulta aplicable el Criterio 18/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que a la literalidad señala: 
“Clave Única de Registro de Población (CURP). La Clave Única de Registro de Población se integra por datos personales que sólo conciernen al particular titular de la misma, como lo son su nombre, apellidos, fecha de nacimiento, lugar de nacimiento y sexo. Dichos datos, constituyen información que distingue plenamente a una persona física del resto de los habitantes

II. Clave ISSEMyM
El Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMYM) es el organismo público encargado de proporcionar los servicios de seguridad social a los servidores públicos del Estado de México, con el objetivo de garantizar a los derechohabientes el acceso a las prestaciones que otorga, de conformidad con el artículo 14 de la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios.

En ese contexto, el artículo 9° del mismo ordenamiento, dispone que el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios expedirá documentos de identificación para facilitar el acceso a las prestaciones a que tengan derecho; así, el artículo 158, fracción I del Reglamento de Servicios de Salud del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, establece que es obligación de los derechohabientes tramitar la credencial que los acredite como tal, la cual será de naturaleza personal e intransferible. En esta credencial se consignan diversos datos personales y se le asigna una clave para hacer identificable al trabajador con el objetivo de poder proporcionar los servicios que brinda el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

Como se advierte, el número del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales del Estado de México y Municipios, es un dato personal que permite identificar que una persona que trabajó o trabaja en alguna institución pública del Estado de México, por la que tiene o tuvo derecho a esta prestación de seguridad social; además, es de destacar que dicho dato no cambia, aunque el trabajador se dé de baja y alta en diversas ocasiones, con motivo de haber trabajado en diferentes instituciones gubernamentales de la Entidad.

III. NÚMERO DE EMPLEADO.
El número de empleado de los servidores públicos del Ayuntamiento son asignados por el Departamento de Recursos Humanos o equivalente y se trata de un código identificador para uso exclusivo del empleado que, de vincularse y relacionarse al RFC lo hace identificable plenamente y, con los mismos se puede tener acceso a diversa información, inclusive con sus datos personales.

Se trata de un número de identificación personal utilizado como usuario para acceder a diferentes aplicaciones internas del Ayuntamiento y que en las cuales existe información confidencial que atañe a su titular sirve de apoyo el criterio 06/19 emitido por el instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI); 
Número de empleado. Cuando el número de empleado o su equivalente, se integra con datos personales de los trabajadores o funciona como una clave de acceso que no requiere adicionalmente de una contraseña para ingresar a sistemas de base de datos personales, procede su clasificación como confidencial.

En otros escenarios, el número de empleado corresponde sólo a un número consecutivo que no contiene datos personales ni se relaciona con los mismos, por lo que, solo se debe clasificar dicho dato únicamente si se integra con datos personales, tal y como lo señala el criterio orientador.

IV. Registro Federal de Contribuyentes (RFC)
El RFC es el Registro Federal de Contribuyentes, esta inscripción es realizada por el Servicio de Administración Tributaria, quien entrega una cédula de identificación fiscal en donde consta la clave que asigna este órgano desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo al artículo 27 del Código Fiscal de la Federación.

De acuerdo a lo establecido en el artículo en comento, esta clave se compone de trece caracteres alfanuméricos, con datos obtenidos de los apellidos, nombre (s), fecha de nacimiento del titular, más una homoclave que establece el sistema automático del Servicio de Administración Tributaria.

Ahora bien, la clave del Registro Federal de Contribuyentes, es el medio de control que tiene la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) a través del Servicio de Administración Tributaria (SAT), para exigir y vigilar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes; mientras que los particulares tramitan dicho dato, con el único propósito de realizar mediante esa clave de identificación, operaciones o actividades de naturaleza fiscal.

Conforme a lo expuesto, el Registro Federal de Contribuyentes, es un dato personal, ya que hace a las personas físicas identificas e identificables, además de que las relaciona como contribuyentes de las autoridades fiscales. Es de destacar que el Registro Federal de Contribuyentes únicamente sirve para efectos fiscales y pago de contribuciones, por lo que se trata de un dato relevante únicamente para las personas involucradas, en el pago de estos.

Lo anterior, resulta congruente con el Criterio 19/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en el cual se señala lo siguiente:
Registro Federal de Contribuyentes (RFC) de personas físicas. 
El RFC es una clave de carácter fiscal, única e irrepetible, que permite identificar al titular, su edad y fecha de nacimiento, por lo que es un dato personal de carácter confidencial.

De tal suerte, el Registro Federal de Contribuyentes de las personas físicas no guarda relación con la transparencia de los recursos públicos, así como tampoco con el desempeño laboral que pueda tener una persona.

V. Deducciones personales
Es necesario precisar que existen deducciones que se generan con motivo de una decisión libre y voluntaria de los servidores públicos, como son: créditos personales, cuotas sindicales y fondo de resistencia del Sindicato Único de Trabajadores de los Poderes, Municipios e Institución Descentralizadas del Estado de México, seguro de vida, accidentes y enfermedades.

Asimismo, hay otras que se generan con motivo de una sentencia judicial, como es la pensión alimenticia que periódicamente se retira de la cuenta de un empleado, a efecto de que sea entregado a un tercero.  En consecuencia, este tipo de deducciones son fruto de decisiones que impactan en el patrimonio de un servidor público con la finalidad de obtener un beneficio conforme a la decisión de un trabajador, mismas que no implican la entrega de recursos con cargo al erario, y tampoco reflejan el ejercicio de una prestación; por el contrario, en dichos casos se trata del libre ejercicio del servidor público para disponer de un ingreso que forma parte de su patrimonio. 

Así, dichas deducciones reflejan el destino que un servidor público da a su patrimonio, lo que se aleja de la transparencia y rendición de cuentas. Hasta este punto, se considera que la información relacionada con los siguientes puntos actualiza una causal de confidencialidad, toda vez que identifica o hace identificable a su titular.
· Clave Única de Registro de Población (CURP)
· Clave ISSEMyM
· Registro Federal de Contribuyentes (RFC)
· Deducciones personales 
· Número de empleado (sólo en el caso de que contenga datos personales o se relacione con los mismos, de lo contrario es información pública)

Es decir, los datos personales enlistados constituyen datos personales confidenciales al actualizar el supuesto normativo del artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

En consecuencia, si deben ser clasificados como confidenciales y es procedente que se proporcionen a través de una versión pública que los proteja. No obstante, es necesario continuar con el análisis de la información que a dicho del Sujeto Obligado debe ser clasificada como confidencial.

Ahora bien, existe algunas deducciones que no forman parte del supuesto normativo del artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, conforme lo siguiente:

Deducciones que no son personales.
La Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipios[footnoteRef:4] en el artículo 84 establece lo siguiente: [4:  https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/ley/vig/leyvig083.pdf
] 

ARTÍCULO 84. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos o deducciones al sueldo de los servidores públicos por concepto de: 
I. Gravámenes fiscales relacionados con el sueldo;
II. Deudas contraídas con las instituciones públicas o dependencias por concepto de anticipos de sueldo, pagos hechos con exceso, errores o pérdidas debidamente comprobados; 
III. Cuotas sindicales; 
IV. Cuotas de aportación a fondos para la constitución de cooperativas y de cajas de ahorro, siempre que el servidor público hubiese manifestado previamente, de manera expresa, su conformidad; 
V. Descuentos ordenados por el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, con motivo de cuotas y obligaciones contraídas con éste por los servidores públicos; 
VI. Obligaciones a cargo del servidor público con las que haya consentido, derivadas de la adquisición o del uso de habitaciones consideradas como de interés social; 
VII. Faltas de puntualidad o de asistencia injustificadas; 
VIII. Pensiones alimenticias ordenadas por la autoridad judicial; o 
IX. Cualquier otro convenido con instituciones de servicios y aceptado por el servidor público.

Dentro de las retenciones, descuentos o deducciones de sueldo se contemplan los gravámenes fiscales, Cuotas de aportación a fondos para la constitución de cooperativas y de cajas de ahorro, así como descuentos ordenados por el ISSEMyM por motivo de cuotas y obligaciones contraídas por los servidores públicos. Estos mencionados son de carácter público, toda vez que se consideran descuentos que por ley se deben realizar a los servidores públicos contrario a las deducciones personales que son por voluntad de cada servidor público.

· Seguro de Capitalización Individualizado.
El Sistema de Capitalización Individualizado es el mecanismo mediante el cual, un servidor público y la Institución en la que labora, acumulan recursos, adicionales a su pensión; mismo que se integra hasta por tres rubros, los cuales son los siguientes: 
•	Subcuenta de cuota obligatoria; que corresponde a un porcentaje del sueldo sujeto a cotización, que se descuenta al servir público de manera automática.
•	Subcuenta de aportación obligatoria: que es la aportación que realiza la Institución a favor del servidor público, el cual equivale a un porcentaje del sueldo sujeto a cotización.
•	Subcuenta voluntaria: que es la cantidad que cada servidor público decide ahorrar de acuerdo con sus aportaciones, permitiendo acumular mayores ingresos para su retiro. 

En razón de lo anterior, debe considerarse que la subcuenta de cuota obligatoria y subcuenta de aportación obligatoria, deben ser considerados datos de naturaleza pública, ya que su publicidad es necesaria, considerando que se trata del ejercicio de recursos públicos que se les ha asignado a las dependencias y entidades y, la publicidad de dicha información permite conocer con certeza si el monto de las aportaciones que la Institución en la que labora el servidor público, es equivalente al porcentaje del sueldo bruto mensual de los servidores públicos. Situación que se robustece, con el Criterio 05/10 emitido por el entonces Pleno del Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos, mismo que se trae por analogía, cuyo texto y rubro es el siguiente: 
“Naturaleza de la información relativa a los montos aportados al Seguro de Separación Individualizado. De conformidad con la normatividad aplicable, las aportaciones relativas al Seguro de Separación Individualizado pueden ser divididas en tres grupos: las realizadas por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal; las que realizan los servidores públicos a través de las retenciones que efectúa la dependencia o entidad vía nómina; y las aportaciones adicionales extraordinarias que realizan los servidores públicos. En términos de lo que establecen los artículos 7, fracción IV y 12 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en relación con el artículo 14 de su Reglamento, se considera que la información del primer y segundo grupo es de carácter público. Respecto del primer monto, se debe señalar que se trata de la entrega de recursos públicos adicionales a aquellos que corresponden al sueldo bruto mensual integrado, es decir, se trata de una prestación que se obtiene a partir de una partida presupuestal distinta a la que corresponde al sueldo de dichos trabajadores. Respecto del segundo monto, esto es, la parte que aportan los servidores públicos, es de señalarse que, aún cuando se refiere a una decisión personal sobre su patrimonio, su publicidad es necesaria para determinar si las dependencias y entidades correspondientes han manejado los recursos públicos federales que les son asignados de conformidad con las disposiciones legales aplicables; esto es, la publicidad de dicha información permite conocer con certeza si el monto de las aportaciones que el gobierno federal destina al pago de la prima del Seguro de Separación Individualizado es equivalente al porcentaje del sueldo bruto mensual integrado que los servidores públicos aportan al referido seguro. En relación con el tercer grupo, cabe destacar que se trata de aportaciones adicionales extraordinarias, respecto de las cuales las dependencias y entidades no aportan pago alguno; por lo tanto, se trata de decisiones personales sobre el uso y destino que los servidores públicos desean dar a su patrimonio, información que de conformidad con los artículos 3, fracción II y 18, fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, debe clasificarse como confidencial.” 

En suma, debe considerarse que la naturaleza de la subcuenta de cuota obligatoria y de la subcuenta de aportación obligatoria, son datos de naturaleza pública y por ende no procede su clasificación en términos del artículo 143, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

Respecto la firma plasmada por los servidores públicos en el ámbito de sus competencias se debe de observar lo establecido por el Criterio 02/19 emitido por el entonces Órgano Garante Nacional pues su firma representa un acto de autoridad mientras que si la firma plasmada fue realizada por un ciudadano a efecto de requerir o complementar un trámite administrativo o similar está debe de considerarse como confidencial; 
[bookmark: _Toc103270329]CRITERIO: 02/19.- Firma y rúbrica de servidores públicos.
Si bien la firma y la rúbrica son datos personales confidenciales, cuando un servidor público emite un acto como autoridad, en ejercicio de las funciones que tiene conferidas, la firma o rúbrica mediante la cual se valida dicho acto es pública.
Respecto la fotografía, es preciso señalar que estas dan cuenta de las características físicas de los servidores públicos; por lo que, no debe perderse de vista que la imagen personal es la apariencia física, la cual puede ser captada en dibujo, pintura, escultura, fotografía, y video; la imagen así captada puede ser reproducida, publicada y divulgada por diversos medios, desde volantes impresos de la forma más rudimentaria, hasta filmaciones y fotografías transmitidas por televisión cine, video, correo electrónico o Internet.

Así, dichos datos constituyen la reproducción fiel de las características físicas de una persona en un momento determinado, por lo que representan un instrumento de identificación, proyección exterior y factor imprescindible para su propio reconocimiento como sujeto individual; lo que en el presente caso, acreditaría e identificaría a una persona como servidor público, por lo que es posible advertir que existe cierto interés público, cuando la fotografía obra en documentos de servidores públicos vinculados con el cumplimiento de disposiciones legales.

Conforme a lo anterior, las fotografías de servidores públicos sin importar el nivel o rango guardan la naturaleza de públicas y no procede su clasificación, en términos del artículo 143, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, por lo que en las versiones públicas que se ordenen, no podrá clasificarse esa información.
En este sentido, El Sujeto Obligado se encuentra constreñido a entregar la información solicitada por El Recurrente, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 3, fracción XI y 12 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de los cuales se desprende que es información pública la contenida en los documentos que los Sujetos Obligados generen, administren o se encuentre en su posesión en ejercicio de sus atribuciones.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Entorno a lo que aquí nos interesa, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
Quincuagésimo sexto. La versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, será elaborada por los sujetos obligados, previo pago de los costos de reproducción, a través de sus áreas y deberá ser aprobada por su Comité de Transparencia.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
 
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los servidores públicos en los documentos, y sus firmas autógrafas, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas no permitan la recuperación o visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.

De este modo, como ha sido señalado en la presente resolución, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de particulares mediante el debido Acuerdo fundado y motivado en el que el Sujeto Obligado precise las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, asimismo, es claro que el mismo debe aplicar de manera restrictiva y limitada las hipótesis de clasificación y no hacerlas valer de manera general. Es importante señalar que, para acreditar dichos supuestos jurídicos se debe fundar y motivar correctamente la categorización de la información.

Por tanto, la fundamentación y motivación consiste en la obligación que tiene todo ente público de expresar los preceptos jurídicos aplicables al asunto motivo del acto y las razones o argumentos de su actuar. Al respecto, el máximo tribunal del país ha establecido jurisprudencia respecto a qué debe entenderse por fundamentación y motivación, en los siguientes términos:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.

Así, en un acto de autoridad se surte la debida fundamentación cuando se cita el precepto legal aplicable al caso concreto y la debida motivación cuando se expresan las razones, motivos o circunstancias que tomó en cuenta la autoridad para adecuar el hecho a los fundamentos de derecho. Más aún, a través de diversa jurisprudencia dictada por el Poder Judicial de la Federación se sostiene que la finalidad de la fundamentación o motivación es la de explicar, justificar, posibilitar la defensa y comunicar la decisión de la autoridad:
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la subsunción.

En consecuencia, la fundamentación y motivación implica que en el acto de autoridad, además de contenerse los supuestos jurídicos aplicables se expliquen claramente, por qué, a través de la utilización de la norma se emitió el acto. De este modo, la persona que se siente afectada pueda impugnar la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor de la Recurrente.

Finalmente, y en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, con fundamento en la primera hipótesis del artículo 186, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de 00004/PROBOSQUE/IP/2026 que ha sido materia del presente fallo.

Por lo antes expuesto y fundado. 

SE    RESUELVE


PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por El Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00004/PROBOSQUE/IP/2026, en términos del Considerando CUARTO de esta resolución.

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado haga entrega al Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de esta resolución, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), de ser procedente en versión pública, del o los documentos en donde conste lo siguiente:
De las servidoras públicas referidas en la solicitud de información 00004/PROBOSQUE/IP/2026.
Desde la fecha de inicio de la relación laboral al tres de febrero de dos mil veintiséis.
1. Nombramiento, Formato Único de Movimientos de Personal (FUMP) o documento análogo.
2. Renuncias presentadas
3. Finiquitos pagados
4. Documento de alta ISSEMYM
5. Documento de baja ISSEMYM
6. Contratos individuales de Trabajo
7. Incapacidades presentadas
8. Registros de Asistencia
9. Oficios de comisión

Al tres de febrero de dos mil veintiséis
10. Documentos donde conste el Jefe Inmediato y la Unidad de Adscripción.
11. Documentos que integran el expediente personal.
12. Oficio de asignación de funciones.
13. Declaraciones, reportes u oficios, relacionado con actividades de litigio y/o de ingresos económicos por el mismo concepto, durante el desempeño de la jornada laboral.

Desde la fecha de inicio de la relación laboral a la segunda quincena de enero de dos mil veintiséis.
14. Recibos de nómina, aguinaldo, y prima vacacional.
15. Documentos donde consten las vacaciones otorgadas.
16. Recibos de pago de prestaciones extralegales, relacionados con la función pública.

Como sustento de la versión pública que se ordena su entrega, se deberá entregar el Acuerdo del Comité de Transparencia correspondiente, en términos del artículo 49, fracción VIII y 132 fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen dentro del soporte documental respectivo y se ponga a disposición de la parte Recurrente.
Para el caso de que alguna información ordenada en los puntos 2, 3, 5, 6, 7, 9, 13, 15 y 16, no se tenga por no haberse generado, bastará con hacerlo del conocimiento de la parte Recurrente, por el área competente, de manera precisa y directa al momento de cumplimentar la presente resolución. 
En caso de no se cuente con la información que se ordena entregar en el punto 8, de éste resolutivo, se deberá entregar la autorización emitida por autoridad competente, para omitir la elaboración del control o registro de asistencia. 



TERCERO. NOTIFÍQUESE la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE al Recurrente la presente resolución a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.


ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (CON VOTO PARTICULAR), SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ (CON VOTO PARTICULAR), LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (CON VOTO PARTICULAR) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (CON VOTO PARTICULAR); EN LA DÉCIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/IKDF
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D. Elementos del Registro:
1) Clave Unica de Registro de Poblacién (CURP): CURP de la persona registrada. -
2) Nimero de Certificado de Nacimiento: ndmero del certificado que expide la Secretaria de Salud
para acreditar el nacimiento de una persona.
3) Entidad de Registro: Entidad Federativa de la Repiblica Mexicana u oficina consular de México
en el exterior que realizé la inscripcion de la persona cuyo nacimiento se hace constar.

4) Municipio de Registro: Municipio de la Entidad Federativa en la cual fue asentado el registro de
Ia persona cuyo nacimiento se hace constar.

5) Datos de Registro: constituyen los datos de localizacién del registro asentado a cargo del
Registro Civil de cada Entidad Federativa o de la red consular mexicana. Consta de:

« Oficialia, .
« Fecha de Registro (dd/mm/aaaa), en donde “d” es dia; “m" es mes; y “a" es afio.
« Nimero delibro, y

© Nimero de Acta.
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E. Datos de la Persona Registrada: constituyen los datos personales de la persona cuyo nacimiento ha sido
inscrito en el Reglstro Civil. Consta de:

1) Nombre (s);

2) Primer apellido y segundo apellido. El orden de los apellidos estaré a lo dispuesto por la
legislacion local en la materia;

3) Sexo, apartado en el que se deberé asentar nicamente: Hombre o Mujer;
4) Fecha de nacimiento, constituido por dia, mes y afio de nacimiento (dd/mm/aaaa);
5) Lugar de nacimiento, en donde se asienta el Municipio y la Entidad Federativa de origen.

F. Datos de Filiacion de la Persona Registrada:
1) El nombre completo de las personas que detenten paternidad, maternidad o patria potestad del
registrado;
2) La nacionalidad de las personas que detenten paternidad, maternidad o patria potestad del
registrado, y
3) Lals) Clave(s) Unica(s) de Registro de Poblacién de las personas que detenten paternidad,
maternidad o patria potestad del registrado, que serd(n) vinculante(s) con la CURP de la persona
registrada.

G. Anotaciones Marginales: Son las modificaciones juridico-administrativas relevantes a la identidad legal
de Ia persona, que se registran en los libros correspondientes a cargo de cada Registro Civil u oficina
consulary se hacen constar para su debida publicidad.
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M. Cédigo QR: Médulo que almacena informacion del acta de nacimiento en una matriz de puntos y
permite verificar la autenticidad de los datos contenidos en el formato expedido, asignado de forma
electrénica por los servicios tecnolégicos de RENAPO, el cual puede descifrarse a través de una
aplicacion para lectura de c6digo QR que se descargue en un dispositivo mévil. Este codigo se ubica en
a esquina inferior derecha del formato.
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La CURP se genera a partir de los datos basicos de la persona (nombre, apelidos, sexo, fecha y lugar de nacimiento)
‘encontrados en los documentos probatorios de identidad, y tiene la particularidad de asegurar una correspondencia entre claves y
personas. por medio de Ia verificacion y valdacion que realicen los emisores de la CURP de los documentos probatorios de
identidad y la clave que haya sigo asignada.

Su sustento se basa en Ia aportacion de datos y documentos que, en forma fehaciente, presenta la persona solicitante, los
cuales son verifcados con la informacion de Ia fusnte que I0s expide, por parte del emisor de la CURF.
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